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DETENIDOS.- 
Fiscalía Penal Nº 14 –  

SOLICITAN NULIDAD de Todo el Contenido Digital de las distintas Cámaras de Seguridad 
agregadas supuestamente a los presentes actuados según Informes de Comisión – 

Notas de Investigaciones y Testimoniales de RENZO CASTILLO y MARCELO 
ALVARENGA, que hasta el momento la Defensa NO TUVO ACCESO, por AFECTACIÓN de 

GARANTIAS CONSTITUCIONALES, VIOLACIÓN del DEBIDO PROCESO, por NO 
HABERSE RESPETADO el PROCEDIMIENTO para la OBTENCIÓN e INCORPORACIÓN 

VÁLIDADMENTE A UN PROCESO de PRUEBAS DIGITALES, por no HABERSE 
RESPETADO el CÓDIGO DE RITO (Ley 965-N), por NO HABERSE CONFECCIONADO 

ACTAS de OBTENCIÓN de MATERIAL DIGITAL en todos los domicilios de los cuales se 
obtuvieron Registros y Grabaciones Digitales, también por no HABERSE RESPETADO la 

LEY 3514 - N.- 
  

 

Señora Fiscal:  

MIGUEL ÁNGEL BARCELÓ, abogado del Foro local, (3624 

225657), miguel.barceló.abg@outlook.es, y MACARENA BARCELÓ 

FOGAR, abogada del Foro local (3624 -317100), 

macarenag.barcelofogar33@hotmail.com, con domicilio legal en la calle 

Obligado 310 Of. 4 de esta ciudad Capital, con interés acreditado en los 

autos: “GÓMEZ María Inés s/  Denuncia Desaparición Personas” Expte. 

15708/2026-1, se presentan a V.S. y respetuosamente DICEN: 

 

OBJETO: 

Que vienen por este acto en legal tiempo y forma, a: 

• SOLICITAR la NULIDAD de la 

INCORPORACIÓN y todos los efectos Posteriores 

que puedan generar en los presentes actuados, de 

todos los Videos obtenidos en el presente Proceso 

de los diferentes Domicilios y Dispositivos por no 

haberse respetado las Normativas Legales para la 

OBTENCIÓN, INCORPORACIÓN de Material 

mailto:miguel.barceló.abg@outlook.es
mailto:macarenag.barcelofogar33@hotmail.com
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Digital a un Proceso Penal, en virtud de que los 

mismos fueron  incorporados al presente Proceso 

en Forma Irregular y no ajustado a Derecho, en 

donde las Defensas no tuvieron acceso al Control 

de dichas Medidas Probatorias, -AÚN NO NOS 

HAN DADO COPIAS DE LOS MISMOS e 

INCLUSIVE la Propia Fiscalía NO REALIZÓ 

una COPIA de RESGUARDO de dicho 

Material según lo que consta en autos, lo 

cual genera una situación de que se le 

NEGÓ dicho Material y la forma en que se 

obtuvo a las partes del presente proceso, 

afectando también Numerosas Garantías 

Constitucionales y Derechos y Garantías y 

el Debido Proceso-, se debió haber respetado las 

distintas Normativas Legales Vigentes y Aplicable 

a todos los casos y Procesos Judiciales para la 

INCORPORACIÓN VÁLIDAMENTE de PRUEBAS 

DIGITALES o FILMACIONES o DATOS, no 

porque sea Funcionario Policial o de Gendarmería 

está exceptuado de CUMPLIR LA LEY y las Leyes 

que rigen un Estado de Derecho, y sobre todo sobre 

la Forma de INCORPORACIÓN de Elementos 

Probatorios para Garantizar su OBTENCIÓN, 
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VALIDEZ e INCORPORACIÓN LEGAL a un 

PROCESO, porque de lo contrario se VIOLARÍAN 

el DEBIDO PROCESO, NUMEROSAS 

NORMATIVAS, TRATADOS INTERNACIONALES 

de VALIDEZ CONSTITUCIONAL, la DEFENSA 

en JUICIO, el CÓDIGO de RITO, entre otros, tal 

como aconteció en autos con todas las Grabaciones 

que fueron Incorporadas por la Fiscalía de 

Derechos Humanos, y por la Unidad Especial de 

Investigaciones de la Policía del Chaco, según las 

testimoniales de RENZO DAVID CASTILLO 

(02/06/2026) y por NELSON ALVARENGA 

(30/06/2026) y demás Informes y Notas obrantes en 

autos 

• No se RESPETÓ la ley 3514-N 

• Las Funcionarios Policiales que hicieron las 

correspondientes descargas no son PERITOS 

• NO REALIZARON la CORRESPONDIENTE 

ACTA de OBTENCIÓN de DATOS y/o 

OBTENCIÓN de SECUESTROS tal lo establecen 

los distintos Manuales, Normativas Legales 

Vigentes y mecanismos establecidos para la 

obtención de Efectos Digitales a Secuestrar o 

ingresar a un Proceso Judicial. 



2026 – “100 Aniversario de la Sanción de la Ley de Derechos Civiles de la Mujer” Ley 11357 
 

 

 4 

• Concretamente se PETICIONA la NULIDAD de la 

INCORPORACIÓN al PRESENTE PROCESO de 

Todas las Grabaciones obtenidas en Forma NO 

AJUSTADA a DERECHO e INCORPORADAS al Presente 

Proceso por Varias Notas dirigidas a la Fiscalía de 

Derechos Humanos en la mayoría de los casos y a 

la Unidad Especial de Investigaciones y sus 

distintas dependencias, GRABACIONES DE 

FILMACIONES, SECUENCIAS DE VIDEOS que en 

ninguna de la Defensa a tenido acceso a las 

mismas, TAMBIÉN SE PETICIONA la NULIDAD de 

TODOS LOS EFECTOS POSTERIORES que TIENEN 

DICHAS GRABACIONES EN EL PRESENTE PROCESO 

JUDICIAL, sumado a que la Propia Fiscalía 14 

realizó una Ampliación de Testimonial del Sub-

Comisario RENZO DAVID CASTILLO para 

preguntarle específicamente qué es lo que había 

hecho con las Grabaciones que se obtuvieron y 

dónde estaban las mismas: 

PREGUNTADO para que diga si remitieron todas las 

cámaras que obtuvieron durante la investigación, 

CONTESTA si, se mando primero a gabinete cientifico, 20 

camaras aproximadamente, no es exacto y 
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posteriormente se le entrego al Lic. Toledo del Gabinete 

Cientifico del poder Judicial, aproximadamente 36 

cámaras más. Siendo las 08:51 hs. ingresa la Dra. 

Sanchez. Esas cámaras erean las que nosotros teníamos, 

desconozco si cibercrimen envió más cámaras en forma 

directa. Desconozco si nos mándaron todo a nosotros, se 

trabajado de dos maneras; PREGUNTADO para que diga si 

realizaron informe de todas las Camaras que menciona 

haber obtenido durante la investigación, CONTESTA yo no, 

pero el personal especializado cibercrimen, y del 

departamento delitos contra las personas, ellos hicieron 

los informes de esas cámaras; PREGUNTADO para que 

diga porque no remitieron dichos informes realizados; 

CONTESTA la primera tanda que se mandó a gabinete 

cientifico fue por orden del Fiscal Santos, y la segunda se 

le entregó al Lic. Toledo, el ayudante Fiscal Laura Gomez 

Esquivel fue por oficio del Equipo Fiscal Nro. 14 

• Se deja expresamente PETICIONADO el FORMAL 

PEDIDO de NULIDAD en consecuencia todos los 

Efectos Legales que tengan en esta causa dichas 

GRABACIONES –a las cuales las partes Defensa y 

Querella aún no han tenido acceso, y parecería que 

tampoco la Propia Fiscalía 14-, por no haber 

respetado el Método, la forma de Incorporación, 



2026 – “100 Aniversario de la Sanción de la Ley de Derechos Civiles de la Mujer” Ley 11357 
 

 

 6 

por no haberse Registrado su Incorporación al 

Proceso tal como lo establece la Normativa Legal 

Vigente, y numerosas situaciones Irregulares más, 

que inclusive están signadas por la Violación a la 

Cadena de Custodia 

• NO SE RESPETÓ el MECANISMO establecido 

para el Secuestro de elementos a incorporar a un 

Proceso Judicial (Capítulo II – Actas – Artículos 

141 – 144), los Funcionarios Judiciales no están 

EXCEPTUADOS del CUMPLIMIENTO de la LEY 

y del CÓDIGO de RITO. 

• NO EXISTÍA una situación de URGENCIA 

establecida en el Código de Rito, no se dejó 

constancia de dicha situación Excepcional, bajo 

pena de Nulidad, tal o establece el Ordenamiento 

Legal Vigente (Artículo 317). 

• NO HAY ACTA de SECUESTRO que INCORPORA 

VÁLIDA y LEGÍTIMAMENTE DICHOS OBJETOS 

SECUESTRADOS y cuestionados. 

• A TODAS LUCES afectó el DERECHO de la DEFENSA, el 

DEBIDO PROCESO y VIOLÓ NUMEROSAS 

DISPOSICIONES LEGALES y CONSTITUCIONALES. 

• VIOLÓ el PRINCIPIO de IGUALDAD ante la LEY. 
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• VIOLÓ el DERECHO de las DEFENSAS y QUERELLA de 

CONTROLAR las PRUEBAS. 

• VIOLÓ LA CADENA DE CUSTODIA, al no 

asegurar las Pruebas y haberlas contaminado. 

• LAS DEFENSAS NO SABEMOS CÓMO SE 

INCORPORÓ DICHOS ELEMENTOS 

PROBATORIOS, atento a que sólo hay algunas 

Notas e Informes de dicha situación y únicamente 

se menciona en varias partes la Extracción Válida 

y conforme a Derecho efectuada del Dispositivo 

Telefónico de LUDMILA VILLORDO y de la Mamá 

de AXEL GONZÁLEZ, la Señora MARÍA INES 

GÓMEZ, la obtención de las demás Grabaciones 

en el presente proceso a sido en Franca colisión 

con Derechos y Garantías Constitucionales y sin la 

confección de las correspondientes Actas para su 

obtención, que siempre lo hayan hecho así, y no 

haya lo planteara no significa que se Correcto y/o 

Ajustado a Derecho. 

• Esta situación AFECTA a todas las partes con este 

PROCEDER de los Funcionarios de las Fuerzas de 

Seguridad, al NO RESPETAR o DESCONOCER la 

FORMA EN QUE SE DEBEN INCORPORAR 
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ELEMENTOS de PRUEBA en un Proceso como el 

de Autos. 

• También se solicita la Nulidad de los Fotogramas 

que se pudieron e incorporaron en forma no 

Ajustada a Derecho a los presentes actuados, sin 

respetar el Procedimiento establecido para los 

Secuestros de Material Digital o Pruebas de 

Grabaciones 

• Se hacen las reservas legales correspondientes. 

 

FUNDAMENTOS: 

La incorporación correcta de videos de cámaras de 

seguridad (o de circuito cerrado) a un proceso penal exige cumplir 

estrictos protocolos de cadena de custodia y evidencia digital. El 

objetivo principal es probar la integridad (que no fueron alterados) y 

la autenticidad de las imágenes desde el momento mismo de la 

incautación 

La Ley 24192 de Espectáculos Públicos, la Provincia del 

Chaco está adherida a los lineamientos contravencionales y de 

seguridad establecidos en la Ley Nacional N° 24.192 sobre 

Prevención y Represión de la Violencia en Espectáculos Deportivos, 

la cual establece en su Artículo 44: 

CAPITULO III 

Disposiciones comunes a ambos capítulos 
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ARTICULO 44. —  

Los hechos filmados por la autoridad competente 

constituyen plena prueba. A tal fin, previo al 

espectáculo deportivo, la cámara de filmación será 

sellada por el juez de instrucción de turno. Por su parte, 

las imágenes que tomaren otros organismos o 

particulares podrán ser tenidas en cuenta como medios 

de prueba, e interpretadas conforme las reglas de la 

sana crítica. 

 

“Según este sistema, la determinación y eficacia de 

las pruebas se hace a partir de la utilización de reglas lógicas 

y de las llamadas máximas de experiencia, conformándose así 

una compleja trama lógico experimental que debe ser 

expuesta como razón motivante de la sentencia […] Se puede 

decir entonces que su importancia radica en habilitar al 

juzgador a valorar sin ataduras legales las pruebas, pero a la 

vez, le impide hacerlo de forma caprichosa, arbitraria o 

contraria a toda lógica. Así se establece que discrecionalidad 

no es sinónimo de arbitrariedad” (Rubén A. CHAIA, La prueba en el 

proceso penal, T. I, p. 167). 

Ley 14.172 (B.O. 08/11/2010), la que introduce en el 

Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires el Capítulo 

X, “filmaciones y grabaciones”, que a través del artículo 265 bis 
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posibilita legalmente que los fiscales puedan solicitar a organismos 

públicos y/o privados las filmaciones obtenidas mediante sistemas de 

monitoreo, respetando la Forma de Incorporación de Pruebas a un 

Proceso Penal. 

Concretamente dice la Ley 14172 que incorporó al 

Código Procesal Penal de Buenos Aires el Capítulo X 

ARTÍCULO 1º - Agrégase el Capítulo X -Filmaciones 

y Grabaciones del Título VIII del Libro I, y el artículo 265 bis de la 

Ley 11.922 y sus modificatorias, los que quedarán redactados de la 

siguiente manera:  

«Capítulo X - Filmaciones y Grabaciones» Artículo 

265 bis –  

El Fiscal deberá requerir a organismos Públicos 

y/o Privados las filmaciones obtenidas mediante 

sistema de monitoreo, y las grabaciones de 

llamadas a los teléfonos del sistema de 

emergencias. 

La totalidad del material obtenido será 

entregado al Fiscal en su soporte original sin 

editar, o de no ser posible, en copia equivalente 

certificada en soporte magnético y/o digital. El 

Fiscal conservará el material asegurando su 

inalterabilidad, pondrá a disposición de las 
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partes copia certificada, debiendo facilitar las 

copias que le solicitaren. 

Las reglas precedentes serán aplicables a las 

filmaciones obtenidas por particulares mediante 

sistema de monitoreo en lugares públicos o de 

acceso público. 

 

Para el fuero penal, como ya vimos, la ley 14.172 –

dictada el 23 de septiembre de 2010– agregó el capítulo X 

“Filmaciones y grabaciones”, al Título VIII del Código Procesal 

Penal de la Provincia de Buenos Aires.  

Establece que los fiscales podrán requerir a organismos 

públicos las filmaciones obtenidas mediante sistema de monitoreo, y 

las grabaciones de llamadas a los teléfonos del sistema de 

emergencias. La totalidad del material obtenido será entregado al 

fiscal en su soporte original, o de no ser posible, en copia equivalente 

en soporte magnético y/o digital. El fiscal conservará el material 

asegurando su inalterabilidad, y lo pondrá a disposición de las partes, 

debiendo facilitar las copias (art. 265 bis CPP).  

De esta forma, las videograbaciones producidas por un 

centro de monitoreo controlado por funcionarios públicos 

municipales y policiales son instrumentos públicos porque emanan de 

autoridad pública y, en consecuencia, dichas filmaciones dan plena fe 

por sí mismas.  
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La nueva normativa alcanza también a las filmaciones 

de sistemas privados de cámaras, pero en este último caso deberá 

acreditarse subsidiariamente su autenticidad para ser 

contempladas como medios de prueba. Es decir el respeto de la 

Forma de Incorporación de Pruebas a un Proceso Judicial, que en 

autos estuvo TOTALMENTE AUSENTE. 

Un caso interesante es el de la utilización de cámaras 

ocultas para la investigación y documentación de diversos tipos de 

delitos. Al no emanar las grabaciones de autoridad pública: 

para que un juez acepte esos documentos como 

prueba exigirá que estén acompañados por dos 

actas firmadas por un escribano público, una al 

momento de cargar la cámara con la casete y la 

otra en el momento de la descarga; estos 

escritos que acompañarán la prueba 

audiovisual, confirmarán su autenticidad y 

garantizarán que el registro audiovisual no haya 

sido manipulado. 

(Claudio ABRUZZESE, Valores de los Documentos Audiovisuales. La 

utilización como plena prueba y el uso de las cámaras ocultas como 

prueba jurídica. Valor probatorio de los documentos fotográficos, 

videográfico y fonográficos, p 4- 5) 
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Ahora bien, el valor probatorio de todas estas Video 

Filmaciones que acabamos de analizar no es idéntico, según que las 

mismas hayan sido obtenidas por un funcionario u organismo público 

en el ejercicio de sus funciones específicas, o por personas 

particulares. Los principios generales del valor probatorio de los 

documentos audiovisuales son los que surgen con total nitidez de las 

leyes sobre régimen contravencional en espectáculos deportivos, 

tanto a nivel nacional como de la provincia de Buenos Aires:  

1) Plena prueba cuando se trate de filmaciones 

captadas por organismos públicos en 

cumplimiento de sus funciones específicas y  

2) Prueba simple cuando se trate de organismos 

o personas particulares.  

Más allá de los casos específicos donde la ley regula el 

uso de la videograbación y su posterior valor probatorio, las personas 

particulares pueden ofrecer como medios de prueba en juicio 

documentos audiovisuales para cualquier otro tipo de procesos, sean 

los mismos de carácter civil y comercial, penal, laboral, etc 

En estos casos, en principio, para que surta efectos de 

plena prueba, la filmación debe estar certificada por un escribano, lo 

que le otorga el mismo valor que los instrumentos públicos. En dicha 

acta, deben constar los equipos que tomaron las imágenes, el origen 

de la misma, la fecha, hora de inicio y terminación, el lugar dónde ha 

sido grabada y donde quedará almacenada.  
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Además deberá especificar si se cargan en dispositivos 

móviles. Si el escribano no estuvo presente en el lugar y en el 

momento en que se realizaron las filmaciones deberá sellar las cintas 

o tarjetas de memoria utilizadas, para evitar una previa o ulterior 

adulteración. Es decir, no debe quedar duda alguna de la veracidad de 

los hechos sucedidos que fueron grabados. 

Y si son tomadas por Funcionarios Públicos los mismos 

deben estar acreditados, Tener Capacidad Legal para intervenir, 

confeccionar un Acta y cumplir con las Normativas legales vigentes, 

en el caso de la Provincia del Chaco, el Código Procesal Penal del 

Chaco, el cumplimiento del Capítulo II – ACTAS – Ley 965-N, y la 

Ley 3514-N 

La Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos 

Aires ha tenido oportunidad de expedirse sobre casos de 

manipulación de la videograbación acompañada como prueba, 

entendiendo que, en esos casos, la misma debe ser rechazada ya que 

no puede utilizarse para fundar una sentencia 

un video editado por la defensa del imputado que 

contiene el registro parcial de la intervención de 

trece personas, cuyas identidades no pueden ser 

acreditadas de manera auténtica, los relatos se 

encuentran expresamente armados y recortados 

«cuya declaración en cada caso no alcanza a más 

de ’15 cuando las constancias del debate oral en el 
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Acta [respectiva] da cuenta de que declararon 50 

testigos, en audiencias de varias horas de 

duración» (fs. 524 vta.). 

(Suprema Corte de Justicia, P. 120.693, Altuve, Carlos Arturo. 

Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en causa Nº 

45.666 del Tribunal de Casación Penal, Sala II, seguida a G., F. N. 

Sentencia del 14 de octubre de 2015.) 

 

Para el Alto Tribunal bonaerense, en dichos casos, debe 

rechazarse 

el carácter de prueba del video editado, por cuanto 

resulta un montaje que toma «tramos del 

testimonio», lo cual plantea una 

descontextualización del relato del testigo. Pues, 

por no «... respetar la secuencia y el contexto del 

testimonio, se interviene en la evocación de lo que 

se pretende representar» (fs. 240, in fine y vta.) 

(Suprema Corte de Justicia, P. 120.693, Altuve, Carlos Arturo. 

Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en causa Nº 

45.666 del Tribunal de Casación Penal, Sala II, seguida a G., F. N. 

Sentencia del 14 de octubre de 2015.) 

 

Al igual que las fotografías, las videograbaciones, 

entonces, “quedan sometidas al reconocimiento de la contraparte, 
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quien tiene que reconocerlos o negarlos expresamente, pudiendo 

interpretarse su silencio o contestación evasiva como reconocimiento 

(FASSI, op. cit., vol. II, p. 16.) 

En consecuencia, negada la autenticidad del documento 

por parte del sujeto a quien se le atribuyere, corre por cuenta de quien 

intente valerse del mismo la prueba de su autenticidad (conf. arts. 354 

y 375 del C.P.C.C., pcia. Bs. As.), proponiendo, subsidiariamente, la 

práctica de otros medios de prueba, “entre los que destaca la pericia 

técnica (Augusto M. MORELLO, Gualberto L. SOSA, Roberto O. BERIZONCE, 

Códigos..., T. IV-B, p. 389.) 

Del examen de la legislación, doctrina y jurisprudencia 

tanto Nacional como Internacional se puede establecer que la prueba 

audiovisual resulta de gran utilidad en las causas judiciales.  

Sin embargo, el documento de video requiere cumplir 

con ciertos requisitos para que su autenticidad sea reconocida 

legalmente. Si emana de autoridad legal y competente, así como si 

está certificado por la firma de un escribano, la videofilmación, como 

todo documento público, hará plena prueba de su contenido.  

En cambio, si el registro videográfico fue tomado por 

un particular, le corresponderá el tratamiento de los documentos 

privados, corriendo por cuenta de quien lo invoca la obligación de 

probar su autenticidad y contenido.  

Sumado a que la INCORPORACIÓN en FORMA 

VÁLIDAD a un PROCESO JUDICIAL se debe respetar las 
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Normativas Legales vigentes como por ejemplo el Código de Rito, en 

la Provincia del Chaco la Ley 965-N, los Protocolos y Manuales 

relativos a la incorporación de Medios DIGITALES reconocidos por 

ley, como por ejemplo la Ley 3514-N 

El Manual de PROCEDIMIENTO para la 

PRESERVACIÓN del LUGAR del HECHO y la ESCENA del 

CRIMEN – Programa Nacional de Criminalística – reconocido por 

la Ley 3514-N, específicamente la misma dice en la Hoja 48: 

 

SE DEBERÁ TOMAR LOS MISMOS RECAUDOS EN EL 

CASO QUE LA RECOLECCIÓN DE LOS ELEMENTOS, 

RASTROS y/o INDICIOS SE REALICE en un ESCENARIO 

de CRIMEN SECUNDARIO (morgue, comisaría, 

laboratorio, etc)  

 

Y en la Hoja 52 del mismo Manual, que fuera confeccionado 

por el Departamento de Justicia de los Estados Unidos – Instituto Nacional 

de Justicia- y aportado por el MANUAL para la INVESTIGACIÓN de la 

EVIDENCIA FÍSICA y REQUISA de la ESCENA del CRIMEN, de 

RICHARD H. FOX y CARL L. CUNNINGHAN en el CUADRO 2. COMO 

MANIPULAR ARTÍCULOS COMUNES DE EVIDENCIA FÍSICA 

 

 

 

 

 
TELEFÓNOS CELULARES 

No manipule ni encienda 
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Según el Manual de Actuación en el Lugar del Hecho 

y/o Escena del Delito – reconocido por la Ley 3514-N, 

específicamente la misma dice 

EVIDENCIAS DIGITALES 2.5.  

2.5.1. Principios generales 

Las evidencias digitales son elementos 

tecnológicos que pueden poseer información almacenada en 

formato digital, como PC, notebook, netbook, tablets, 

celulares, pendrive, CD, DVD, discos rígidos, servidores, etc. 

Para aquellas situaciones que involucren 

procedimientos judiciales en empresas o instituciones de gran 

envergadura, a priori se procurará obtener información 

tendiente a conocer las características generales de la 

infraestructura tecnológica y hardware existente en el lugar 

del hecho. Las actividades operativas corresponden al 

personal policial y deben ser efectuadas siguiendo las 

indicaciones del presente protocolo. La actuación profesional 

del perito es, principalmente, una actividad de laboratorio y de 

Personal Idóneo en rastros extraerá la batería y la  

remitirá ensobrada separadamente 

Indique la marca, modelo y número de serie 

No extraiga la tarjeta SIM del Equipo 
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asesoramiento científico al operador judicial que es 

responsable de la investigación penal. 

La pericia informática conlleva tiempos elevados 

de trabajo y no es posible realizarla sobre grandes cantidades 

de elementos. Debe evitarse el secuestro masivo de 

elementos informáticos, en especial CD y DVD, los que solo 

han de ser enviados a peritaje únicamente si se tienen 

presunciones con un alto grado de verosimilitud de poseer la 

evidencia buscada. Cabe aclarar que, de ser posible, se 

sugiere realizar, previo al allanamiento, una investigación 

minuciosa con el objeto de identificar con precisión la 

ubicación y características técnicas generales de los 

elementos a secuestrar por medio de inteligencia policial. 

Respecto a la evidencia digital se deberá 

identificar claramente qué dispositivos móviles están en uso 

y a quiénes pertenecen, como así también los que se 

encontraron apagados, guardados o en aparente desuso. 

A continuación, se describen los principios 

generales para la recolección y embalaje de las evidencias 

digitales halladas en la escena del crimen. 

1) Registrar lo que es visible en los dispositivos de 

salida como pantallas e impresoras y no intentar 

explorar los contenidos ni recuperar información 
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de una computadora u otro dispositivo electrónico 

(cámara de fotos, celular, etc.) sin contar con los 

conocimientos técnicos para realizarlo. 

2) No presionar cualquier tecla ni hacer clic del 

mouse. 

3) Verificar si existen discos o CD puestos en 

unidades. 

4) Identificar claramente qué dispositivos móviles 

están en uso y a quién pertenecen, dar cuenta 

también de los dispositivos que se encontraron 

apagados, guardados o en aparente desuso. 

5) No encender si se encuentra apagado. 

6) Dejar encendido hasta agotar batería. 

7) Para apagar, desconectar el enchufe 

directamente de la red de energía, después 

desconectar el resto de cables, como la red de 

datos, monitores, etc. 

8) No desarmar el equipo dejándolo sin batería. 

9) No abrir la tapa de una computadora portátil si 

está cerrada. 

10) Se realiza algún cambio, registrarlo y justificar. 

11) Respetar el orden de volatilidad, estableciendo 

como criterio preservar la muestra más volátil al 
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principio —como registros, cachés, memoria de 

periféricos, memoria (kernel, física), estado de las 

conexiones de red, procesos que se están 

ejecutando—.  

12) Indicar si el material recolectado se encuentra 

contaminado con residuos biológicos o peligrosos 

de cualquier tipo.  

 

2.5.2. Pasos en el lugar del hecho, escena del 

crimen o en allanamiento 

1) Separar a las personas que trabajen sobre los 

equipos informáticos lo antes posible y no 

permitirles volver a utilizarlos. Si es una empresa, 

se debe identificar al personal informático interno 

(administradores de sistemas, programadores, 

etc.) o a los usuarios de aplicaciones específicas 

que deban someterse a peritaje. Dejar registrado 

el nombre del dueño o usuarios del equipamiento 

informático, ya que luego pueden ser de utilidad 

para la pericia.  

2) Obtener, siempre que sea posible, las 

contraseñas y/o patrones de bloqueo de 
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aplicaciones, tabletas, celulares, etc. para 

registrar. 

3) Fotografiar todos los equipos informáticos 

antes de moverlos o desconectarlos. Esto es, 

fotografiar una toma completa del lugar donde se 

encuentren los equipos informáticos y de las 

pantallas de las computadoras, si están 

encendidas. Excepcionalmente, si se debiera 

inspeccionar los equipos informáticos o material 

tecnológico en el lugar del hecho, puede ser 

conveniente realizar una filmación o bien una 

descripción del trabajo que se lleva a cabo ante los 

testigos.  

4) Levantar el material informático con guantes 

descartables, ya que el teclado, monitores, mouse, 

CD, DVD, etc., pueden ser utilizados para análisis 

de huellas dactilares, ADN, etc.  

5) Si los equipos están apagados, deben quedar 

apagados; si están prendidos, deben quedar 

prendidos y consultar con un especialista la 

modalidad de apagado (en caso de no contar con 

asesoramiento, proceder a apagarlos 

desenchufando el cable de corriente desde el 
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extremo que conecta al gabinete informático). Si 

los equipos están apagados, desconectarlos desde 

su respectiva toma eléctrica y no del enchufe de la 

pared. Si son notebooks o netbooks, es necesario 

quitarles la o las baterías y proceder a secuestrar 

los cables y la fuente de alimentación. Para el caso 

de celulares, retirar la batería. En caso de no 

poder extraer la batería, apagarlo y proteger el 

botón de encendido con un cartón pegado con cinta 

para evitar el encendido accidental. Como medida 

extra de seguridad, se puede activar el “modo 

avión” antes de apagarlo. 

6) De ser necesario, dejar el dispositivo encendido 

por algún requerimiento específico —por ejemplo: 

para no perder información volátil colocarlo en 

una bolsa de Faraday o envolverlo con, al menos, 

tres capas de papel aluminio— 

7) Identificar si existen equipos que estén 

conectados a una línea telefónica y, en su caso, el 

número telefónico para registrarlo en el acta de 

allanamiento.  

8) No realizar búsquedas sobre directorios ni ver 

la información almacenada en los dispositivos, ya 
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que es posible que se altere y destruya evidencia 

digital (esto incluye intentar hacer una “copia” sin 

tener software forense específico y sin que quede 

documentado en el expediente judicial el 

procedimiento realizado).  

9) Identificar correctamente todo el material 

tecnológico a secuestrar: 

a) Siempre debe preferirse secuestrar 

únicamente los dispositivos informáticos que 

almacenen grandes volúmenes de información 

digital (computadoras, notebooks y discos 

rígidos externos). Respecto a DVD, CD, 

pendrives, etc., atento a que pueden 

encontrarse cantidades importantes, debe 

evitarse el secuestro de este material si no se 

tiene una fuerte presunción de hallar la 

evidencia en estos medios de almacenamiento.  

b) Rotular el hardware que se va a secuestrar 

con los siguientes datos:  

I) Para computadoras, notebooks, netbooks, 

celulares, cámaras digitales, etc.: número del 

expediente judicial, fecha y hora, número de 

serie, fabricante, modelo. 
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II) Para DVD, CD, pendrives, etc.: almacenarlos 

en conjunto en un sobre antiestático, indicando 

número del expediente judicial, tipo (DVD, CD, 

pendrives, etc.)  

y cantidad. 

 

“…El derecho al debido proceso está protegido por la 

Constitución Nacional (artículo 18) y por la mayoría de los 

instrumentos internacionales de derechos humanos que gozan de 

jerarquía constitucional (artículo 75 inciso 22). La Declaración 

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre prevé que ‘‘toda 

persona gozará de la garantía de concurrir a los tribunales para 

hacer valer sus derechos y a disponer de un procedimiento sencillo y 

breve que ampare contra actos de autoridad que violen sus 

derechos’’ (artículo XVIII). Por su parte, la Declaración Universal 

de Derechos Humanos reconoce que ‘‘toda persona tiene derecho, 

en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente por un 

tribunal independiente e imparcial…’’ (artículo 10). A su vez, el 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) 

determina que ‘‘todas las personas son iguales ante los tribunales, 

teniendo derecho a ser oídas públicamente con las debidas 

garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, 

establecido, tanto en materia Penal como Civil’’ (artículo 10) y, de 

este modo, da un paso más que la Declaración Universal, exigiendo 
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la publicidad del procedimiento, con excepciones vinculadas a la 

protección de la intimidad de pleitos matrimoniales y aquellos que 

incumban a menores de edad. Sin embargo, es en la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (CADH, artículo 8) donde el 

derecho al debido proceso encuentra su previsión más amplia, y por 

ello hemos priorizado sistematizar en esta introducción los 

estándares que se derivan del sistema interamericano de protección 

de derechos humanos. 

En un mundo cada vez más afectado por el uso de 

tecnologías digitales, que facilitan enormemente la captura de 

imágenes de video, el documento audiovisual, inevitablemente, ha 

ido ganando espacio entre los medios de prueba tradicionales –

documentos escritos, testigos, etc.–, a pesar de la histórica 

desconfianza de los magistrados y su reticencia a incorporar nuevas 

tecnologías a los procesos judiciales.  

Actualmente se cuenta con la tecnología necesaria para 

filmar no sólo lo que ocurre en lugares públicos y privados, sino 

también las propias audiencias de los tribunales, lo cual ha 

contribuido a brindar mayor transparencia a los procesos judiciales. 

Sin ninguna duda, los documentos audiovisuales continuarán 

aumentando su importancia como medio de prueba, convirtiéndose 

en involuntarios aliados tanto de los operadores jurídicos –jueces, 

fiscales, abogados– como de los particulares que se acercan a los 

tribunales en busca de justicia. 
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A Nivel Nacional rige para los Ministerios Públicos: 

Resolución PGN 74/2024. Buenos Aires, 09 de diciembre de 2024.  

VISTO: El artículo 120 de la Constitución Nacional, las leyes 27.063 

y 27.148, las Resoluciones PGN 16/2018, 76/2019 y 19/2023 y el 

EXP-MPF:0005132/2024 s/ Guía de buenas prácticas para la 

aplicación de la cadena de custodia en la registración y 

preservación la prueba en la investigación penal. Y CONSIDERANDO 

QUE: Entre las funciones asignadas al Procurador General de la 

Nación se encuentra la de promover la actuación de la justicia en 

defensa de la legalidad y los intereses generales de la sociedad, y 

la de organizar la estructura institucional para brindar un servicio 

eficiente de justicia (artículos 1, 2, 3, 8 y 12 de la ley 27.148 y 26 y 

33 de la ley 24.946). Oportunamente, se encomendó a las 

Secretarías de Coordinación Institucional y Disciplinaria y Técnica, 

la tarea de coordinar las acciones necesarias para promover la 

adecuación institucional y operativa del Ministerio Público Fiscal 

ante la implementación del nuevo código procesal penal acusatorio 

(Resolución PGN 16/2018). Dentro de ese marco, este Despacho 

aprobó la guía de buenas prácticas para el registro y preservación 

de elementos probatorios y/o con fines cautelares a través de la 

cadena de custodia y el formulario de cadena de custodia para el 

Ministerio Público Fiscal de la Nación (Resolución PGN 76/2019), 

de conformidad con lo previsto en el artículo 156 y siguientes del 

Código Procesal Penal Federal. 
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Posteriormente, el Ministerio de Seguridad de la Nación aprobó el 

“Protocolo de Actuación para la Investigación Científica en el Lugar 

del Hecho” y el “Protocolo para la Identificación, Recolección, 

Preservación, Procesamiento y Presentación de Evidencia Digital”, 

junto con el formulario de cadena de custodia anexo a ellos, y 

dispuso su uso obligatorio para las fuerzas de seguridad federales 

(Resoluciones 528/2021 y 232/2023). El último protocolo y su 

formulario fueron elaborados en conjunto por ese Ministerio y las 

dependencias especializadas de esta Procuración General, motivo 

por el cual se aprobó y recomendó su uso en el ámbito de actuación 

del Ministerio Público Fiscal (Resolución PGN 19/2023). 

A su vez, la experiencia obtenida a partir de la implementación del 

Código Procesal Penal Federal en las distintas jurisdicciones 

federales, donde ya está vigente, proporcionó información valiosa 

para evaluar, mejorar y optimizar los procesos de registro, 

conservación y tratamiento de los elementos probatorios.  

A partir de estos antecedentes, las áreas específicas de la 

Procuración General de la Nación, la Dirección General de 

Investigaciones y Apoyo Tecnológico a la Investigación Penal 

(DATIP) y la Unidad Especial Estratégica para la Implementación 

del Sistema Procesal Penal Acusatorio (UNISA), junto a la 

Secretaría de Coordinación Institucional, desarrollaron una nueva 

versión de la guía aprobada, incorporando las modificaciones 

tendientes a simplificar el proceso de registro y preservación de 
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los elementos probatorios a fin de contribuir a un desarrollo más 

ágil y eficiente de las investigaciones penales. 

Por ello, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 de la 

Constitución Nacional y las leyes 27.148. 

RESUELVO:  

I. APROBAR la “Guía de buenas prácticas para la aplicación 

de la cadena de custodia en la registración y preservación 

de la prueba en la investigación penal” que obra como 

Anexo de la presente.  

II. DEJAR SIN EFECTO la Resolución PGN 76/2019. III. 

Protocolícese, notifíquese y, oportunamente, archívese. 

 

En los presentes actuados contamos con la Testimonial 

del Sub-Comisario RENZO DAVID CASTILLO, la persona a cargo de la 

Investigación en la parte inicial del presente proceso el cual fue 

designado para tal función por el Comisario MARCELO ALVARENGA, el 

cual testimonió en dos (2) oportunidades en el presente Proceso 

Judicial, lo hizo el 02 de junio del 2026 y se le amplió el 29 de junio 

del 2026, cuando se le preguntó sobre las Cámaras de Seguridad el 

mismo Expresó: 

… Pasamos a los videos de las camaras de seguridad del 

domicilio situado en calle Tierra del fuego entre 1ro de mayo 

y pasaje primero de Mayo, camaras de seguridad en el 

barrio Camors, camara de seguridad en Avenida Marconi 
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dos cuadras antes que termine dicha Av no recuerdo 

dirección exacta,  camara de seguridad de calle Los 

Aromos y Carlos Gardel esas fueron las camaras de 

seguridad que se analizo, tenemos mas de 70 camaras de 

seguridad que se continua con el analisis. … 

Preguntado para que diga: Si en el barrio 

Anunciación hay camaras de seguridad. 

Responde: Si hay camaras. Preguntado para que 

diga: Si de las 70 camaras que menciono cuantas 

se encuentran en el barrio Anunciación, 

aproximadamente. Responde: De las que 

analizamos y recepcionamos hasta el momento 

entre 6 u 8 camaras aun faltan recibir el 

relevamiento que hizo el Departamento de Ciber -

Crimen. Preguntado para que diga: Si el contendio 

que manifesto existentes en dichas camaras de 

seguridad fueron remitidas al poder judicial o si 

unicamente obran en la unidad especial de 

Investigaciones. Responde: Parte de las camaras 

se encuentran en el gabinete cientifico del poder 

judicial las cuales se llevaron en un disco externo 

por orden de lafiscalia actuante, parte se encuentran 

en el departamento de investigaciones y parte se 

encuentran en el departamento de Ciber - Crimen. 
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Preguntado para que diga: Atento a manifestación 

de haber detallado una posible circulación de Axel 

analizadas y si en algunas de ellas se lo ve 

circulando con los ciudanos Iñiguez o el ciuadano 

Silva. Responde:  Las analizadas hasta el 

momento no.  Preguntado para que diga: Si dicha 

información de las camaras fue remitida a la fiscalia 

y puesta a disposición de las partes. Responde: Las 

analizadas hasta el momento estan en el expediente 

policial que se llevo a la fiscalia, restan aun analisis, 

pero las que fueron analizadas  estan en el 

expediente. Se deja constancia que ingresa a la 

declaración testimonial el Dr. De Leon Andres, 

continua con las preguntas el Dr. Miguel Barcelo. 

Preguntado: Para que diga el testigo a modo de 

aclaración que fueron analizadas fueron remitidas 

al Gabinete Cientifico o la fiscalia de Derechos 

Humanos. Responde: Como dije anteriormente las 

filmaciones en si fueron remitidas al gabinete 

cientifico y los informes de analisis al equipo fiscal 

 

Repsonde: Como instructor del expediente 

policial no tengo el deber de comunicarle a 

mis superiores inmediatos lo actuado, si en 

forma directa a la fiscalia pero contestando 
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la pregunta no se solicito el careo, aclaro que 

las diligencias siempre estan cordinadas por 

el fiscal o el equipo fiscal que lleva la causa 

… 

Preguntado para que diga:De acuerdo a su 

manifestación que pudimos establecer "lo que 

realizo Axel" el dia 16 de mayo de 2026 en horas 

del medio dia si las testimoniales a las que se 

refiere fueron prestadas en sede policial. 

Responde: Si unicamente en sede policial y 

camaras de seguridad lo que dije anteriormente. 

 

Cedida que fuera la palabra a la querella Dra. 

Tomljenovic. Pregunta: Para  que explique el 

testigo por que las 70 camaras estan divididas en 

los tres  lugares que menciono. Responde: Dije 

aproximimadamente, se trabajo de siguiente 

manera el Departamento de Ciber Crimen se encargo 

del relevamiento del exterior del barrio. la división 

de delitos contra las personas se encargo del 

relevamiento y extracción en el interior del barrio, 

los primeros dias se trabajo asi, despues al cumulo 

de tareas que detectaron por que las camaras eran 

muchas se cambio de metodologia, Ciber Crimen 

arranco a hacer las extraciones y División de Delitos 
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contra las personas el analisis y quedo de la 

siguiente manera, Cibercrimen hace la extracción y 

División de delitos contra las personas confecciona 

un informe y el bruto a Gabinete primero hacen un 

informe de un fotograma . Como hay muchas 

camaras estan repartidos en los diferentes 

entidades por que son muchas. 

 

Posteriormente, es nuevamente citado, para que aclare 

algunas situaciones y específicamente para que se le Informe a 

Fiscalía sobre dónde estaban las Grabaciones Digitales y los Informes 

que hacía referencia, esa Ampliación de Testimonial se concretó el 

día 29 de junio del 2026 y concretamente el Señor  Sub –Comisario 

RENZO DAVID CASTILLO, dijo: 

…PREGUNTADO para que diga si remitieron todas las 

cámaras que obtuvieron durante la investigación, 

CONTESTA si, se mando primero a gabinete 

cientifico, 20 camaras aproximadamente, no es 

exacto y posteriormente se le entrego al Lic. Toledo 

del Gabinete Cientifico del poder Judicial, 

aproximadamente 36 cámaras más. Siendo las 

08:51 hs. ingresa la Dra. Sanchez. Esas cámaras 

erean las que nosotros teníamos, desconozco si 

cibercrimen envió más cámaras en forma directa. 
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Desconozco si nos mándaron todo a nosotros, se 

trabajado de dos maneras; PREGUNTADO para que 

diga si realizaron informe de todas las Camaras que 

menciona haber obtenido durante la investigación, 

CONTESTA yo no, pero el personal especializado 

cibercrimen, y del departamento delitos contra las 

personas, ellos hicieron los informes de esas cámaras; 

PREGUNTADO para que diga porque no remitieron 

dichos informes realizados; CONTESTA la primera 

tanda que se mandó a gabinete cientifico fue por orden 

del Fiscal Santos, y la segunda se le entregó al Lic. 

Toledo, el ayudante Fiscal Laura Gomez Esquivel fue por 

oficio del Equipo Fiscal Nro. 14 

Acto seguido toma la palabra la Dra. Sanchez y 

PREGUNTA para que diga  si personal de cibercrimen 

analizó esas cámaras antes de enviarlas, 

CONTESTA, creería que si, PREGUNTA para que diga 

si como jefe de la investigación recibe toda la 

información relacionada, si recibió información de 

esas primeras camaras secuestradas, información 

relevante, CONTESTA,  en primera instancia hubieron 

varias camaras que fueron analizadas y recibí 

información sobre eso como la cámara de avenida 

Marconi, cuadra y media antes de llegar a Tierra del 
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Fuego de la Sra. Avalos, ahí me informaron que se ven a 

dos personas en la vereda de enfrente vestidas de 

negro, Después recuerdo otra camara por calle 1ro de 

Mayo, Maidana es el propietario, también me 

informaron que se ven dos personas, masculinos, a pie 

vestidos, uno de ropa negra, después otra cámara no 

recuerdo bien la dirección pero es frente al 

descampado por Carlos Gardel no recuerdo si es 

Paraíso, donde se observa el paso de dos personas 

vestidos de negro, esas personas pasan por la camara 

y posterior a eso pasa un patrullero en sentido 

contrario a estas dos personas, también me informaron 

que la cámara esta por primero de Mayo entre Paraíso 

y Tierra del Fuego donde se veía el destello de un 

patrullero, todo eso en el contexto de tratar de 

determinar el recorrido de Axel, momento previo a la 

intervención policial del baldío que esta detrás de la 

capilla, después también estuve al tanto del análisis de 

las otras cámaras en donde lo que se hizo en ese 

momento es tratar cada persona y cada vehículo que 

pasaba por la camara y observando si se veía algo de 

interes en la investigación. A detalle va a tener cada 

empleado que analizó cada una de las cámaras 
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PREGUNTA para que diga si sabe los nombre de los 

empleados a cargo de analizar las camaras, 

CONTESTAen principio el Cabo 1ro Escobar Alexis de la 

div. delitos contra las personas, el cabo 1ro Lopez 

Emanuel, misma división, Cabo 1ro, Martinez Elias,ellos 

tres de la div. delitos contra las personas, el Agente 

GArcía Cristian, del depto cibercrimen, y dos 

empleados que se sumaron después, dos empleados 

del interior, uno de Saenz Peña y el otro creo que es de 

Villa Angela; Esos dos se sumaron a orden del director 

de investigaciones el Comisario Gral Alvarenga, todo es 

bajo la orbita de la dirección general; PREGUNTA, si 

sabe cuanto tiempo paso que se sumaron esas dos 

personas, CONTESTA, aproximadamente una 

semana después 

… 

PREGUNTA si de esa chacarita se secuestraron 

camaras y en caso positivo si se analizaron, 

CONTESTA, sobre esa calle, aproximadamente a 50 

mts antes de llegar a la chacarita porque la calle va 

paralelo a la vía y termina enfrete a la chacarita y al 

paso derecho esta el barrio Puerto vicentin, ahí hay 

dos camaras que se extrajo, de dos camaras de 

seguridad, nombre de los propietarios no recuerdo 

pero si es conocido el quiosco como el quiosco del 
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gauchito porque tiene una capillita y el vecino de al 

lado también tiene; PREGUNTA si se secuestraron 

esas camaras y se analizaron CONTESTA, si se 

remitió todo, es al lado de la casa de Pucheta, me 

acuerdo bien… 

… PREGUNTA si recuerda CAstillo que se haya 

secuestrado camaras de seguridad en la zona 

de la caballeriza de Julio Waicman, CONTESTA, no 

recuerdo, pero si Cibercrimen tenía la directiva de 

encargarse de toda esa zona periférica, el encargado 

de ese grupo de trabajo era el comisarío Medina Celso 

Martín creo que se llama 

…PREGUNTA si sabe y le consta recordar si de 

acuerdo a los registros filmicos si pudo observar y si 

recuerda cual fue la última probable y posible 

ubicacion registrada en las cámaras de Axel y que 

horario,CONTESTA posible ultimo registro filmico de 

ellos es 02:05 hs. en una cámara que esta ubicada por 

calle Aromo y Carlos Gardel, sino me equivoco las 

calles, pero es la que esta frente al descampado, que 

pasan dos personas de sexo masculino, posiblemente 

podría ser Axel y Ariel Lazaro por la contextura fisica de 

esas personas y la vestimenta 

Acto seguido el testigo procede a dibujar un croquis 

ilustrativo de la ubicación. Ahí se puede observar 
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que las dos personas de sexo masculino pasan 

caminando hacia la calle Carlos Garcel, y ahí no más 

seguido se observa que pasa un patrullero policial en 

sentido contrario por la misma calle. Ellos iban de 

Av. Marconi hacia la Via,  el patrullero iba de la vía 

a Marconi, digo que lo ubicamos ahí a porque un día 

antes que agarremos la investigación la Dirección 

General de seguridad Metropolitana obtiene una 

camara enfrente del terreno baldío, no secuencia 

filmica sino fotograma en donde en primera instancia 

la dueña manifiesta que era Axel, que eso fue entre las 

dos de la mañana y luego la camara lo registro a las 

seis de la mañana, eso dice la testigo y esas imágenes 

fueron exhibidas a la familia, exhibió a varios 

itnegrantes y manifestaron que esas personas del 

fotograma no era su familiar, por eso nosotros decimos 

que el último avistamiento de esos muchachos fue en 

la camara fue a las 02:05 hs. El fotograma que menciono 

es de un comercio, la camara aportada esa vez, la 

señora que aportó eso, en su momento aportó 

fotogramas que hace su camara, no secuencia filmicas, 

eso se le exhibió a varios integrantes y manifestaron 

que no era, eso fue un día antes de que nosotros 
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agarremos la investigación. La cámara es de una casa 

particular. La Avenida Aromos es de tierra… 

…PREGUNTA, para que diga el testigo si antes de su 

intervención o durante la investigación de este 

proceso se solicito colaboración al area estrategia y 

tecnicas investigativas de la unidad especial de 

investigaciones, ya sea a la divisón metodología y/o 

a la de enlace operativo, CONTESTA, a la de 

metodología investigativa se le solicitó colaboración 

que fue la que donde se asentaron o estuvieron los 

empleados que realizaron el análisis de los registros 

telefónicos, a la de enlace operativo unicamente nos 

brindó su oficina, no personal 

 

Es decir que brinda una serie de detalles e Información 

relacionada con Cámaras de Seguridad, pero en autos no obra la 

constancia Válida y Conforme a las Normativas legales vigentes de 

INCORPORACIÓN a través de un Instrumento ACTA de las 

mismas, como establece la normativa legal vigente, por ejemplo habla 

y menciona que se le EXHIBIERON IMÁGENES a FAMILIRES 

pero no obra de dónde se obtuvieron y cómo se OBTUVIERON las 

mismas 
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Por ejemplo se mandaron Notas para la Obtención de 

Cámaras de Seguridad de Instituciones Públicas, tal como consta en 

el presente Proceso Judicial: 
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Obran agregadas Notas de intercambio de Información: 
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Por ejemplo con la Madre de AXEL, la Señora GÓMEZ 

MARÍA, al dispositivo de la misma, se le EXTRAJERON los Datos 

conforme a Derecho, se CONFECCIONÓ un ACTA y se detalló lo 

que se hacía, tal como establece la Normativa Legal Vigente, 
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situación ausente en los demás Procedimientos realizados por 

Personal Policial, a excepción de la Señorita LUDMILA 

VILLORDO: 

 

 

Otras Notas relacionadas establecen circunstancia de 

interés para el presente Planteo: 
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Se identifican Cámaras de Seguridad en el Párrafo 

Segundo y se Ordena la Extracción, pero no OBRA ACTA que avale 

e incorpore dichas Grabaciones al presente Proceso Judicial. 

Y a continuación el Sargento AGUILERA le remite 19,1 

Giga de Información que no se detalla CÓMO y  de DÓNDE SE 

OBTUVO: 
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A continuación el Informe N° 119 de fecha 25/05/2026 

remite varios Gigabytes para que se Analicen: 
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No OBRA la CORRESPONDIENTE ACTA en la 

OBTENCIÓN de la INFORAMCIÓN SECUESTRADA en 

NINGUNO de estos Lugares, no OBRA ACREDITACIÓN de 

NINGÚN TIPO sobre que se haya respetado lo que dice la Ley. 
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En ninguna de los INFORMES, NOTAS, 

COMUNICACIONES realizados por el Personal Policial: 
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➢ Obra un ACTA de EXTRACCIÓN del Material a que 

hacen referencia. 

➢ NO HAY NINGUNA AUTORIZACION RUBRICADA por 

ninguna de las personas Mencionadas en dichos 

Informes, Notas, etc, por parte de los dueños de 

casa. 

➢ NO SE RESPETÓ LO QUE ESTABLECE LA LEY  

➢ NO INVOCARON NINGUNA SITUACIÓN de 

EMERGENCIA o extrema GRAVEDAD para actuar no 

conforme a DERECHO. 

La Fiscalía ha incorporado en forma incorporación 

IRREGULAR, ILEGÍTIMA y VIOLATORIA DE TODA NORMATIVA LEGAL 

VIGENTE y APLICABLE a la PRESENTE SITUACIÓN del Video que se 

cuestiona con el presente,  VIOLANDO  todas las NORMATIVAS LEGALES 

APLICABLES para la INCORPORACIÓN de ELEMENTOS de PRUEBAS 

para que tengan efectos legales en un Proceso Judicial, en este caso 

GRABACIONES o PRUEBAS DIGITALES 

No se RESPETÓ lo que dice el Código de Rito sobre 

Secuestros de elementos o Muestras a incorporar a un Proceso 

Judicial (Capítulo II – Actas – Artículos 141 – 144), los Peritos por más 

que sean representantes del Poder Judicial no están EXCEPTUADOS 

del CUMPLIMIENTO de la LEY y del CÓDIGO de RITO 
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TAMPOCO de CUMPLIÓ con los PROTOCOLOS 

ESTANDARIZADOS tanto a nivel Nacional o Internacional, a los cuales se 

encuentra adherida la Provincia del Chaco por la ley 3514-N 

NO HAY NINGUNA ACTA DE LA 

OBTENCIÓN DE DICHA GRABACIÓN 

NO se han CUMPLIMENTADO de LAS NORMATIVAS 

LEGALES VIGENTES y APLICABLES para todas las PARTES en un 

PROCESO LEGAL de un Estado de Derecho. 

LAS NORMAS LEGALES y el CÓDIGO de RITO está para ser 

cumplido, y no para EVITARLO o INVOCARLO cuando favorece solamente 

a una de las partes. 

LA LEY RIGE PARA TODOS, INCLUSIVE PARA LOS 

EMPLEADOS o FUNCIONARIOS POLICIALES y/o JUDICIALES, y en 

este caso concreto la Fiscalía de Investigación Penal INCORPORA 

elementos probatorios que después van a tener Gran Relevancia en 

FORMA IRREGULAR, APARTÁNDOSE de lo que dice el Código 

Procesal Penal del Chaco, las Constituciones Nacional y Provincial y 

todos los Tratados Internacionales que rigen un Estado de Derecho, 

sumado a lo que dice la Ley 3514-N 

Lo más grave de esta situación es de que toda la 

ACTIVIDAD que estaban realizando los Funcionarios Policiales, 

estaba anoticiado el Equipo Fiscal Especial designado para intervenir 

en el Presente Proceso, tal como consta en la Nota que se transcribe 

a continuación 
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Es una EVIDENTE y MANIFIESTA NEGLIGENCIA 

y APARTAMIENTO a las NORMATIVAS LEGALES VIGENTES, 

lo más grave es que de esta situación estaba con CONOCIMIENTO 

y ANOTICIADA el Equipo Fiscal Especial, situación que no puede 

ser desconocida por ninguna de las partes, por lo tanto los 

Representantes de la Justicia tenían conocimiento y sabían que no se 

respetaron las NORMATIVAS LEGALES VIGENTES por ende 

también podrían ser RESPONSABLES o ATRIBUÍRSELES una 

situación de ABUSO de AUTORIDAD o MAL DESEMPEÑO de 

FUNCIONARIO PÚBLICO u OMISIÓN, pero no es 

competencia ni atribución de los abajo firmantes 

dicha situación, lo que sí es cierto y está 

ACREDITADO, es que sabían que no se respetó la 

LEY pero no hicieron nada al respecto. 
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No se respetaron los Derechos de la Defensa, no se respetó 

el Código Procesal Penal, no se respetaron las GARANTÍAS 

CONSTITUCIONALES y los TRATADOS INTERNACIONALES de  

VALIDEZ CONSTITUCIONAL, tampoco se respetó lo que establece la Ley 

3514-N sobre la INCORPORACIÓN de SOPORTES DIGITALES 

VÁLIDAMENTE A UN PROCESO JUDICIAL como el de autos. 

De este modo: 

✓ El Equipo Fiscal Especial tenía conocimiento de 

las Grabaciones y de cómo se incorporaron al 

presente proceso, pero igual las mandaron a 

Peritar, tanto el actual Equipo como 

anteriormente el Fiscal de Derechos Humanos. 

✓ Dichos Videos y Grabaciones nunca fueron 

entregados a las partes del Presente Proceso 

Judicial 

✓ La propia Fiscalía RECONOCE que mandó a peritar 

los VIDEOS de autos. 

✓ LA FISCALÍA NO TIENE COPIAS DE DICHOS VIDEOS. 

✓ Nada dice del ACTA de OBTENCIÓN de DICHAS 

PRUEBAS, porque fue incorporada en franca 

colisión con las Normativas legales Vigentes en 

cualquier Estado de Derecho. 
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✓ INCUMPLIÓ el Derecho a Controlar la Prueba y la 

forma de incorporación de las mismas a los 

presentes actuados. 

✓ Lo normal y ajustado a Derecho hubiera sido la 

confección de un Acta de Secuestro del Material 

Remitido, Horario tampoco Puso, la 

correspondiente autorización del Titular o dueño 

de la Propiedad, etc. 

✓ Los Derechos del Imputado, no estuviron 

salvaguardados, ni el Principio de Igualdad ante 

la Ley que rige para todas las partes de un 

Proceso. 

✓ Se AFECTÓ el DEBIDO PROCESO. 

✓ Se VIOLÓ el DERECHO A DEFENSA. 

✓ SE VIOLÓ la CADENA de CUSTODIA. 

✓ NO SE CONFECCIONÓ INSTRUMENTO LEGAL ALGUNO 

que AVALE la INCORPORACIÓN del material 

encontrado remitido e incorporado al Proceso 

por parte de la Unidad Especial de 

Investigaciones y sus distintas Dependencias 

Judiciales 

✓ LO MÁS GRAVE TAMPOCO se ANOTICIÓ de esta 

situación a la Querella, por lo menos no 
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formalmente y de acuerdo a preceptos legales 

vigentes. 

La defensa en juicio es un derecho constitucional del 

imputado. Como tal, merece ser garantizado, desde todos los roles del 

proceso penal. Sin embargo, si recordamos al requisito de “defensa” 

como uno de los elementos que hacen al proceso (acusación + defensa 

+ prueba + sentencia = juicio) (CSJN, Tarifeño Francisco s/ Recurso de Hecho, 

Considerando 3, en el que la Corte sostuvo que la garantía consagrada por el art. 

18 de la Constitución Nacional exige la observancia de las formas sustanciales del 

juicio relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces 

naturales (Fallos: 125:10; 127:36; 189:34; 308:155 7, entre muchos otros).), 

entonces parecería que el requisito de la defensa se erige como un 

interés superior; no solo para la parte en concreto, sino para todo el 

proceso en sí. No hay sentencia justa sin defensa. 

Es así que, partiendo de la letra del artículo 18 de la 

Carta Magna, se consagra como inviolable “la defensa en juicio de la 

persona y de los derechos”. 

Es la facultad que toda persona tiene para contar con el 

tiempo y los medios necesarios para ejercer su defensa en todo 

proceso donde se vea involucrado. 

Consta lo siguiente: 
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Es decir, si para LUDMILA VILLORDO, DNI. 

47.856.972, se le confeccionó un Acta, le falta la presencia de un 

Testigo, pero, por lo menos se respetó en parte lo que establece la 

Ley, por qué en los demás casos no se actúo de la misma forma. 

También se le Exhibieron Imágenes a otra personas pero 

no se dejó constancia de cómo se obtuvieron los Fotogramas e 

Imágenes exhibidos: 
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También obra en autos la Declaración Testimonial 

prestada el día 30 de junio del 2026 de MARCELO ALVARENGA: 

se continuó con las averiguaciones ya en el barrio 

Anunciación donde se logro obtener en primera 

instancia con aporte de personal policial de la 
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comisaría segunda, especificamente del servicio 

externo, una fotografía donde se visualizaba a una 

persona masculina caminando por la calle Gardel 

frente a un descampado en cercanías de una iglesia 

entre calles paraíso y Tierra del Fuego de fecha 

17/05/2026 a horas 02 aproximadamente y de la misma 

cámara de esa vecina otra foto a horas 06 con dos 

personas masculinas caminando por la vereda, dicha 

vecina manifestó que era Axel Gonzalez uno de los que 

se veía en la foto, por lo cuál se puso en conocimiento a 

la fiscalía interviniente en dicho momento y se le 

exhibió a los familiares que se hallaban prestando 

declaración en la dirección gral seg metropolitana… 

Siendo ellos Cintia Gomez quién reconoció al de la 

fotografía como a su hermano y también aportó en 

dichas circunstancias que habiá recibido un mensaje 

a través de Facebook de un usurario identificado 

como Angel Gomez, quién le decía entre otras cosas 

que tres policías le habían interceptado a su 

hermano en el barrio, lo habían golpeado, lo habían 

subido a un patrullero, entre ellos una femenina, de 

apellido Romero. Asimismo se le exhibió la foto a 

Gustavo Gomez, Leandro Gomez, Sandra Gomez 

quienes no reconocieron como su hermano, a la 
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fotografía que le habían exhibido, todo ello fue 

plasmado en las actas respectivas… 

…no recuerdo si fue en fecha 19 o 20, pero al día 

siguiente se volvió a realizar un rastrillaje por la zona 

en busqueda ya de cámaras de seguridad y más 

testimonios y el personal de la división delitos contra 

las personas a cargo del Sucrio Castillo Renzo… 

…Se dispuso personal de los distintos departamentos 

a mi cargo, como cibercrimen, delitos contra las 

personas y contra la propiedad que se avoquen a 

realizar un relevamiento de las camaras de seguridad 

existentes en el lugar, donde habría sido interceptado 

aparentemente Axel gonzalez, hasta el lugar donde 

fue visto dirigirse por últilma vez y posiblemente 

ingresar, es decir, a la casa de Iñiguez, como así, 

receptar testimonios correspondientes, con 

rescpecto a las cámaras de seguridad, la primer 

camara que aportó imagenes es la de calle Gardel y 

Tierra del Fuego, que la propietaria de dicha camara 

prestó testimonial y aportó las imagenes que tenía a 

traves del depto cibercrimen quién realizó la descarga 

correspondiente, otra camara de interes estaba 

ubicada en la calle 1ro de Mayo entre paraiso y tierra 

del fuego en cercanías al lugar donde había ingresado 



2026 – “100 Aniversario de la Sanción de la Ley de Derechos Civiles de la Mujer” Ley 11357 
 

 

 73 

Axel Gonzalez, otra camara importante en cercanías fue 

la obtenida en calle Tierra del Fuego entre 1ro de Mayo 

y Marconi, luego se buscó camaras de seguridad done 

el patrullero había estado por un lapso de 18 minutos 

aprox en cercanías a una escuela por calle tierra del 

fuego entre marconi y hacia el barrio Camors, donde se 

determino que había camaras pero no grababan, con 

respecto a las camaras levantadas o descargadas por 

el personal, la secuencia fue la siguiente, en 

cercanias al lugar punto cero donde había 

desaparecido Axel Gonzalez, luego se amplió por los 

distintos ingresos al barrio Anunciación, Camors y ya 

avanzada la investigación por barrio Takay, 

Independencia, lugares por donde podrían haber 

ingresado personas o vehículos o motocicletas que 

podrían estar involucradas en la desaparición, en 

total fueron casí aproximadamente cuarenta 

camaras particulares, sumaads a las camaras de 

seguridad del municipio de Fontana, y 911 llegaron 

a 72, y también recuerdo que fueron más las 

cámaras de resultado negativo por distintas 

circunstancias que fueron 79, resultado negativo es 

que las camaras no graban, otras ya había pasado 

el tiempo de posible descarga y en otras los 
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propietarios no estaban o en primera instancia se 

negaban y cuando se constituia de nuevo ya era 

tarde para la descarga. Todo el material de 

descarga, y de analisis fue posteriormente 

conforme directiva de fiscalia interviniente, 

puesto a dispocisión del gabinete científico 

…Con respecto a la línea de Iñiguez no se observó 

avistamiento de Axel Gonzalez luego de que las 

cámaras lo tomaran conforme los analisis realizados 

por personal interviniente, antes de las dos por Av. 

Marconi, luego por una calle  primero de Mayo entre 

Aromo y Misiones creo y luego se lo vió en calle Los 

Aromos, entre casi Gardel y 1ro de Mayo, hay unas 

cortadas ahí, recuerdo bien que son tres camaras 

que lo toman que estan incoporadas y analizadas 

con fotogramas, de la calle GArdel únicamente se 

pudo apreciar vehículo patrullero y otras secuencias 

que fueron incoporadas que no recuerdo… 

…También se solicitó relevamiento de camaras que 

estan incoporadas en las actuaciones en cercanias de 

los domicilios de las personas imutadas como de los 

efectivos policiales, para resguardo y posterior 

analisis, tambíen se solicitó informe sobre los 

vehículso que tienen las personas involucradas, 
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imputadas y los siete efectivos, todo para un 

posterior analisis y cotejo con la filmaciones que 

fueron desgrabadas e incoporadas y algúnas 

analizadas con fotogramas, e incoporadas… 

…CONTESTA, de esa declaración se tomó 

conocimiento por medios de comunicación, se 

advirtió en una camara que esta ubicada sobre calle 1ro 

de Mayo entre los Aromos y Misiones, pasadas las dos 

treinta, una silueta de una  persona aparentemente 

corriendo que no se pudo identificar porque nos 

sacaron la investigación, eso fue casi a lo último, no se 

pudo intensificar, las camaras que teníamos no habían 

sido analizadas, lo que imposibilitaba que analicemos 

profundamente esa situación, si puedo decir que en 

distintas camaras se advierten personas que circulan, 

caminando, en motocicletas y en vehículos no 

pudiendo preisar o identificar fehacientemente 

quienes andaban en esos 

yo no participe de eso ni de ningúna descarga, en 

ningúna descarga participe… 

PREGUNTA para que diga el testigo si sabe y le 

consta atneto a su calidad de jefe de investigaciones 

si comisionó durante la investigaciónd el caso Axel y 

peticionó la colaborción del area estrategias y 

tecnicas de investigacion de Investigaciones ya sea 
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la división metodología o enlace operativo, 

CONTESTA, si, parte integrante del depto de estrategias 

se avocaron a la investigación, PREGUNTA si sabe si 

dicha area esta a cargo del cri German Luis 

Fernandez y que función cumple dicha area, 

CONTESTA, esta a cargo del crio Fernandez, realizan 

especificamente cuando son ordenados de fotogramas 

de telefono, hay varias divisiones a su cargo una 

división de analisis criminologico que realiza 

fotogramas y otra parte que realiza analisis de antenas 

y otra división de operaciones estrategias de 

operaciones estrategias a cargo del PPal Madona 

En el plano internacional, tanto en los pactos como en 

los tratados, salvado las diferencias que hay entre ellos, todos 

mencionan a la defensa en juicio como un derecho esencial del 

encausado. 

Así, podemos destacar el art. 11, inc. 1 de la Declaración 

Universal de Derechos Humanos, el art. 8, inc. .2, apartados e) y d) 

de la Convención Americana de Derechos Humanos, el art. 14, inc. 3 

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

La Corte IDH sostuvo que se trata de un componente 

central del debido proceso que obliga al Estado a tratar al individuo 

en todo momento como un verdadero sujeto del proceso, en el más 

amplio sentido de este concepto, y no simplemente como objeto del 
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mismo. A la vez que se expresó que debe necesariamente poder 

ejercerse desde que se señala a una persona como posible autor o 

partícipe de un hecho punible, y que solo culmina cuando finaliza el 

proceso, incluyendo en su caso, la etapa de ejecución de la pena (Corte 

IDH, Caso Ruano Torres, párrafo 153. El texto cita el precedente del mismo 

tribunal Barreto Leiva) 

La Excma. Cámara de Apelaciones en lo 

Criminal y Correccional de la Ciudad de Resistencia, 

reiteradamente sostuvo que la nulidad consiste en la sanción 

procesal que determina la falta de eficacia legal de un acto 

jurídico, porque él se ha cumplido sin observar las formas 

prescriptas de manera genérica o específica por la ley (Expte. 1-

3862/10 e/a: "Silva, Omar Esteban s/ Usurpación").  

Su declaración requiere, además, un perjuicio 

concreto para alguna de las partes, que tenga un interés 

jurídico concreto para alguna de las partes en esa 

declaración: el Código no admite la declaración de una 

nulidad por la nulidad misma. Así tiene dicho la 

jurisprudencia que "La nulidad procesal requiere un perjuicio 

concreto para alguna de las partes, porque cuando se adopta en él 

sólo interés formal de cumplimiento de la ley, importa un manifiesto 

ritual no compatible con el buen servicio de justicia" (CNCP, Sala II, 

18/11/93, "Guillén Varela": ídem, CNCP, Sala I, 6/10/95, e. 34, reg. 754 "Tello, 
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Héctor". Cit. Código Procesal Penal de la Prov. De Córdoba Comentado. Cafferata 

Nores / Tarditti,  T. I, pag.441).  

Estamos en presencia de una Situación 

TOTALMENTE ABUSIVA, IRREGULAR, ILEGÍTIMA en 

donde no se RESPETARON los PRECEPTOS y GARANTÍAS 

CONSTICIONALES VIGENTES y necesarias para 

LEGITIMAR y dar VALIDEZ a la INCORPORACIÓN de 

PRUEBAS a un PROCESO JUDICIAL 

No se cumplieron con las exigencias legales de 

forma, postuladas por nuestro Código Procesal Penal, y 

se afectaron Garantías Fundamentales de la Constitución 

Nacional, el DEBIDO PROCESO, el CONTROL de las 

PRUEBAS, la INCORPORACIÓN CORRECTA de cualquier 

Elemento, Muestra Genética u Objeto Secuestrado a un 

Proceso judicial.  

La Cámara de APELACIONES en lo Criminal y 

Correccional de la ciudad de Resistencia y el SUPERIOR 

TRIBUNAL de JUSTICIA del CHACO, han dicho en numerosos 

procesos Judiciales: 

“Debemos  señalar que las nulidades y sus efectos sólo deben 

declararse cuando, en el caso concreto, el agraviado tiene un interés jurídico 

en esa declaración, es decir, requiere un perjuicio concreto éste, por lo que 

importaría un exceso ritual manifiesto no compatible con el buen servicio de 

justicia su declaración adoptada solamente en el interés formal del 

cumplimiento de la ley. Por último, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
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dejó asentado que "...tampoco es posible olvidar que en el 

procedimiento penal tiene excepcional relevancia y debe ser 

siempre tutelado el interés público que reclama la determinación 

de la verdad en el juicio, ya que aquél no es sino el medio para 

alcanzar los valores más altos: la verdad y la justicia..." (Fiscal 

c/ Fernández Víctor H. s/ av. Ley 20771, Fallos 313,2:1305) 

También la Corte Suprema ha dicho que en 

materia penal, en la que se encuentran en juego los valores 

esenciales de la libertad y el honor, deben extremarse los recaudos 

para garantizar plenamente la defensa en juicio. Para que exista una 

tutela eficaz de esta garantía, su ejercicio debe ser cierto, de modo 

tal que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un 

adecuado asesoramiento legal, a tal extremo que corresponderá 

suplir la eventual negligencia de la defensa técnica mediante la 

designación de un nuevo letrado, de manera tal de asegurar el 

efectivo goce de este derecho (Fallos 237:158; 25 5:91; 311:2502, entre 

otros)”. 

Las Garantías Constitucionales del proceso Penal, son 

las seguridades que se otorgan para impedir que el goce efectivo de 

los derechos fundamentales sean calculados por el ejercicios del 

poder estatal, ya sea limitando ese poder o repeliendo el abuso. Por 

tanto, por garantías constitucionales del proceso penal debe 

entenderse el cúmulo de principios, derechos y libertades 

fundamentales reconocidos por la Constitución y, por los tratados 

internacionales, que tienen por finalidad otorgar al imputado un 
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marco de seguridad jurídica y, en última instancia, mantener un 

equilibrio entre la llamada búsqueda de la verdad material y los 

derechos fundamentales del imputado. Precisamente, esta necesidad 

de que el Estado vele por el respeto y la protección de los derechos 

fundamentales del imputado obliga a que se definan en la 

Constitución Por lo tanto, claramente se detallan esta garantías en el 

Articulo 18. 

El Derecho de Defensa es la facultad de las partes de 

sostener sus posiciones y de contradecir los fundamentos del 

contrario.  

El derecho de defensa cumple, dentro del proceso penal, 

un papel particular: por una parte, actúa en forma conjunta con el 

resto; por la otra es la garantía que torna operativas a todas las demás. 

Por ello, el derecho de defensa no puede ser puesto en el mismo plano 

que las otras garantías procesales. La inviolabilidad del derecho de 

defensa es la garantía fundamental con la que cuenta el ciudadano, 

porque es el único que permite que las demás garantías tengan una 

vigencia concreta (BINDER, Alberto M., Introducción al Derecho procesal penal, 

editorial Ad Hoc, 155) 

Es por ello que se la denomina como meta garantía, 

porque sobre su existencia y ejercicio descansan la legitimidad del 

proceso penal, de ahí su importancia, porque se su cumplimiento 

deriva la verdadera existencia del debido proceso penal. La defensa 

en juicio tiene dos aristas, la primera de ellas es conocida como la 
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defensa material, que puede definirse como la directa intervención 

del inculpado en el proceso, es la facultad de este de bregar a favor 

de su inocencia por sí mismo. 

Se trata de la parte del ejercicio de la defensa que lleva 

a cabo personalmente el propio imputado y que se manifiesta en 

diferentes formas y oportunidades. Consiste en sus propias 

expresiones defensivas, volcadas en las explicaciones que vierta 

cuando declare en las sucesivas etapas del proceso; cuando se 

confronte con la víctima, un testigo o coimputado en un careo; 

cuando ejerza la facultad de interrogar personalmente a un testigo 

(JAUCHEN, Eduardo, Derechos del Imputado, Ed. Rubinzal-Culzoni Editores, 154) 

En otras palabras, es la efectiva intervención del 

acusado, comprende la facultad de intervenir en el procedimiento 

penal abierto para decidir acerca de una posible reacción penal contra 

él y la llevar a cabo todas actividades necesarias para poner en 

evidencia la falta de fundamento de la potestad penal del Estado o 

cualquier circunstancia que la excluya o atenúe; con cierto simplismo, 

que en este tema no es recomendable, sino tan solo para lograr una 

aproximación, esas actividades pueden sintetizarse en: la facultad de 

ser oído, la de controlar la prueba de cargo que podrá utilizarse 

válidamente en la sentencia, la de probar los hechos que el mismo 

invoca para excluir o atenuar la reacción penal, la de valorar la prueba 

producida y exponer la razones fácticas y jurídicas para obtener una 
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sentencia favorable según su posición que excluya o atenúe la 

aplicación del poder penal estatal.  

Así se ha dicho desde hace décadas que el abogado o 

consejo que era la costumbre el dar a los acusados no es un privilegio 

dado las ordenanzas ni por las leyes: es una libertad adquirida por el 

derecho natural que es más antiguo que todas las leyes humanas.  

El DEBIDO PROCESO, su interpretación debe 

apoyarse tanto en el texto literal de la norma como en su espíritu, y 

con exclusión de otros derechos y garantías inherentes al ser humano 

o que se deriven de la forma democrática representativa de gobierno.  

Para la Corte, el debido proceso, abarca las “condiciones 

que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquéllos 

cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración judicial”; a 

efectos de “que las personas estén en condiciones de defender 

adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado 

que pueda afectarlos”; constituyendo un límite infranqueable a la 

discrecionalidad del poder público, en cualquier materia. (Así, Loayza 

Tamayo, C., El Debido Proceso en la Jurisprudencia de la Corte Interamericana, 

visto en http://www. 

google.co.cr/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=10&ved=0CFYQFjAJ&

url=http%3A%2F%2Fblog.pucp.edu. pe%2Fmedia%2F1111%2F20090706-

DEBIDO_PROCESO_JURISPRUDENCIA_CORTEIDH-1-.doc&ei=ibWiUJmY 

F5Ga8gSp0YCAAQ&usg=AFQjCNE4d4yM-C8v1pplWbyc4a8jNGd4Yg, última 

consulta: 13 noviembre 2012, 15:10. Citando Caso Genie Lacayo. párr. 74;  Caso Las 



2026 – “100 Aniversario de la Sanción de la Ley de Derechos Civiles de la Mujer” Ley 11357 
 

 

 83 

Palmeras. párr. 58; Caso Durand  y Ugarte.  párr. 128; Caso Blake. párr. 96; OC-

9/87 “Garantías Judiciales en Estados de Emergencia. párr. 28; Caso Baena 

Ricardo. párr. 124 y Caso Las Palmeras. Voto razonado de los Jueces Cancado y 

Pacheco. párr. 16.) 

De lo ya expuesto se denota indudablemente un nexo 

entre el debido proceso y el respeto del derecho de defensa, en 

cualquier tipo de procedimiento principalmente desde la perspectiva 

del proceso penal y su interpretación en la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (en adelante Corte IDH). 

Concretamente en los presentes actuados se llevaron 

adelante y RECOLECTARON DATOS de CÁMARAS de 

SEGURIDAD en el Presente Proceso, y no se confeccionaron Actas 
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Dicho de otro modo, el rol del abogado no es una función 

pública, sin embargo su accionar brindando un buen servicio de defensa 

legitima al proceso, toda vez que de un buen ejercicio de la defensa se puede 

desprender que el resto de las garantías también se han visto satisfechas 

ello en cuanto, como expresamos líneas arriba, esta garantía es la que tiene 

la llave para el cumplimiento todas las demás. Es que, en nuestro 

ordenamiento, la defensa técnica tiene carácter obligatorio, habida cuenta 

que de su buen desarrollo depende la legitimidad del proceso todo. Es así 

que se sostiene que el defensor penal es fundamentalmente un custodio de 

las garantías dentro del proceso (BINDER, Alberto, Justicia Penal y Estado de Derecho, 

Ed. Ad Hoc, 43.). 

“Las Actas confeccionadas por los Señores Oficiales de 

Justicia –designados por la Corte Suprema- en el ejercicio de sus 
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funciones cumpliendo el diligenciamiento de mandatos judiciales y 

otorgados con las formalidades correspondientes, son Instrumentos 

Públicos, y hacen plena fe hasta que sean argüidas de Falsedad, por 

acción civil o Criminal (confr. Art. 993, Código Civil) y sólo en cada caso 

se las podrá anular, cuando el examen respectivo descubra alguna 

irregularidad tan importante como para persuadir al juez de su invalidez 

(CS,1978/08/03 “Novogrudsky César”, Fallos 300:877) 

Pero en las PRESENTES ACTUACIONES no hay 

ACTA, no EXISTE INSTRUMENTO LEGAL ALGUNO que 

avale la INCORPORACIÓN del MATERIAL DIGITAL remitido 

por Personal Policial y Personal de Gendarmería a los 

presentes actuados 

En el (2022), se Resolvió no TENER COMO 

ACREDITADOS y SIN EFECTOS JURÍDICOS, una Serie de 

Testimoniales y otros elementos que había incorporado el Ministerio 

Público Fiscal durante la Investigación del Proceso, en la causa FRE 

175/2018, caratulada “REY HECTOR HORACIO, LUGO 

ROBERTO MARCELO, YACZUK MONICA VIVIANA, VARELA 

CLAUDIA SOLEDAD, RETAMOZO RICARDO ARIEL Y OTROS  

s/infracción al artículo 303 del CP”, en donde ante Planteos 

Formales del Señor Defensor Oficial JUAN MANUEL 

COSTILLA, el Dr. NELSON PESOA y los demás abogados 

presentes en el proceso, todas las Testimoniales y demás elementos 

recabados por la Fiscalía sin la Presencia de la Defensa para 
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CONTROLARLOS y SUPERVISARLOS, y que no fueron 

realizados de acuerdo a las Normativas Vigentes, fueron 

desestimados, por supuesto el Ministerio Público Fiscal a cargo del 

Dr. FEDERICO MARTIN CARNIEL, Fiscal General ante el 

Tribunal Oral en lo Criminal Federal de la ciudad de Resistencia, 

efectuó Apelación y la misma fue RECHAZADA por el Tribunal 

Oral Federal de la ciudad de Resistencia. 

La naturaleza enseña al hombre a tener como recursos a 

las luces de los demás, siempre que él mismo no posea bastante para 

conducirse, y a que busque socorros cuando se reconoce demasiado 

débil a sí mismo (Así definía Guillaume de Lamoignon, primer presidente del 

Parlamento de Paris, al rol del abogado en el marco de la defensa. Jauchen, Op. 

Cit.,, 155).  

De este modo, queda claro que el rol de abogado dentro del 

proceso no es, como comúnmente se ha dicho, de auxiliar de la justicia 

sino que tiene un interés netamente parcial en pos de una mejor posición 

de quien ha sido llevado a juicio o se encuentra inmiscuido en el marco 

de una investigación. Sin embargo la defensa en juicio no es únicamente 

un derecho disponible por parte del imputado, sino que también está en 

juego la legitimidad del juicio y del proceso en general conforme a lo 

exigido por el Estado de Derecho. (BINDER, Alberto, Justicia Penal y Estado de 

Derecho, Ed. Ad Hoc, 159.) 
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El Doctor CARLOS E. EDWARS, en su obra 

LA PRUEBA ILEGAL EN EL PROCESO PENAL, al hace 

un preciso y concreto análisis de la Teoría del Fruto del 
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Árbol Envenenado y su recepción en nuestra Corte 

Suprema de Justicia, al respecto manifiesta: 

“... La recepción de la Doctrina del Fruto del Árbol Venenoso 

por la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación fue 

consecuencia de una evolución; en un primer momento el alto Tribunal 

consideró inaprovechable aquella prueba que era consecuencia directa de 

la ilegalidad original por la violación de una garantía constitucional, 

receptando así la regla de exclusión. 

Sin embargo en una evolución posterior el máximo tribunal 

comenzó a considerar la aplicación de la doctrina del fruto del árbol 

envenenado; en algunos casos se la mencionó sin aplicarla concretamente, 

pero en otros, por el contrario, se plasmó, convirtiéndose en una verdadera 

doctrina del alto tribunal. 

El Primer antecedente que encontramos en la Corte Nacional, 

en el cual se habla de la posibilidad de considerar la inaplicabilidad de la 

prueba derivada, en el caso MONTENEGRO del año 1981, en ese 

antecedente el imputado había sido víctima de apremios ilegales, solamente 

se aplicó la regla de exclusión probatoria, ya que se declaró inválida la 

confesión en sede policial, pero la Corte empleo ciertos térmpinos que 

pueden interpretarse como un antecedente inmediato de la Doctrina del 

Fruto del Árbol Venenoso;  efectivamente, el alto Tribunal resolvió que 

otorgar valor al “resultado de su delito” y “apoyar sobre él una sentencia 

judicial”, NO SÓLO ES CONTRADICTORIO CON EL REPROCHE 

FORMULADO, SINO QUE COMPROMETE LA BUENA 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA AL PRETENDER CONSTITUIRLA EN 

BENEFICIARIA DE UN ILÍCITO. 

Otro precedente tal vez más explícito, lo constituye el caso 

FIORENTINO del año 1984, en dicha causa se cuestionaba la 

legalidad de un registro domiciliario, y aunque solamente se aplicó la regla 

de exclusión, las expresiones realizadas por la Corte Nacional también 

indican la posibilidad de plasmar LA ILICITUD DE LA PRUEBA 
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DERIVADA. Ello es así porque la incautación del cuerpo del delito no es 

entonces sino el fruto de un procedimiento ilegítimo, y reconocer su 

idoneidad para sustentar la condena equivaldría a admitir la utilidad del 

empleo de medios ilícitos en la persecución penal, haciendo valer contra el 

procesado la evidencia obtenida con el desconocimiento de garantías 

constitucionales. (L.L., 1985- A- 163.) 

La Doctrina del Fruto del Árbol Envenenado encuentra su 

consagración a través del caso RAYFORD del año 1986; en dicha causa 

la Corte Nacional aplica la inaprovechabilidad de la prueba a aquella que es 

derivada de la primera ilegalidad. La sentencia de primera instancia absolvió 

a los imputados por considerar nula la diligencia de secuestro, en razón de 

no haberse recabado la pertinente Orden de Allanamiento y la ausencia de 

consentimiento válido del interesado; apelado dicho pronunciamiento por el 

fiscal, el Tribunal de Alzada condenó a los imputados, sosteniendo la validez 

del secuestro por haber mediado el consentimiento del interesado, 

circunstancia que consideró no negada por éste. Se apela la medida 

fundamentando su cuestionamiento en que los actos iniciales de la 

investigación resultaban violatorios de las garantías contenidas en el art. 18 

de la Constitución Nacional, principalmente por el ilegítimo allanamiento y 

todo lo que fue su consecuencia. 

La Corte Nacional consideró, en primer término, ilegal el 

procedimiento policial: así sostuvo que la ausencia de reparo por parte del 

imputado respecto de la inspección domiciliaria que llevó a cabo el personal 

policial, no resulta por sí solo equivalente al consentimiento del interesado, 

en la medida en que tal actitud debe hallarse expresada de manera que no 

queden dudas en cuanto a la plena libertad del individuo al formular la 

autorización, desechando la legitimidad de la requisa y, por ende, del 

secuestro que es su resultado. 

La Corte Suprema en otros fallos similares, 

siguió sentando dicha posición, como por ejemplo en el 
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caso RUIZ del año 1987, también del mismo año el caso 

FRANCOMANO, y en el caso DARAY del año 1994.- 

En este sentido, será absolutamente nulo el 

acto que contenga un defecto al cual la ley 

específicamente le atribuye esa consecuencia, sea 

nominándolo así, sea caracterizando la consecuencia 

como nulidad declarable de oficio en cualquier estado y 

grado de la causa. "En verdad y pese al mayor número de 

hipótesis que se presentan de nulidades absolutas, estas 

tienen carácter excepcional, debiendo emerger 

expresamente de la ley o revelarse con evidencia en el 

complejo estructural del sistema" (Clairá Olmedo, "Derecho 

Procesal Penal", t. II, p. 127). 

Es importante señalar que el instituto de la nulidad fue 

creado para resguardar a las partes de un efectivo o potencial perjuicio 

que afecte sus Garantías Constitucionales,  

Situación plenamente acreditada en autos. 

“Las nulidades son absolutas o relativas según 

violen o no garantías constitucionales... o se lo 

establezca expresamente” (confr. Guillermo R. Navarro 

y Roberto R. Daray, “Código Procesal Penal de la Nación”, ed. 

Hammurabi, Bs. As., 2004, tomo 1, pag. 418) 
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El Dr. Nelson Pessoa "LA NULIDAD EN EL PROCESO 

PENAL", que se trata desde el punto de vista legal doctrinario, de una 

nulidad específica, expresa y de carácter absoluta. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación en el Fallo 

“ACOSTA Alejandro Esteban Infracción Art. 14, 1 Párrafo 

Ley 23737” Causa Nº 28/05 (Recurso de hecho A. 2186. XLI, rta. 

el 23/04/08), en cuanto a que, en materia penal,  

“el principio de legalidad (art. 18 de la 

Constitución Nacional) exige priorizar una exégesis 

restrictiva dentro del límite semántico del texto legal, en 

consonancia con el principio político criminal que 

caracteriza al Derecho Penal como la ultima ratio del 

ordenamiento jurídico, y con el principio pro homine que 

impone privilegiar la interpretación legal que más 

derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal.” 

(consid. 6/). 

El Artículo 18 de la Constitución Nacional, establece 

GARANTÍAS de TIPO PROCESALES. 

Es la piedra angular de las garantías que toda persona 

tiene al momento de ser objeto de la sospecha de algún delito.  

Esto se aplica a todo proceso persecutorio, es la base que 

protege todas las garantías que la Constitución establece.  

Es el fundamento del estado de derecho… básicamente 

es un articulo que tiene gran trascendencia en nuestro 
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ordenamiento y limita la potestad represora del estado. Se puede 

decir que es limite a la soberanía, la base de las GARANTÍAS 

INDIVIDUALES 

SAGÜES, cuando nos ilustra afirmando “...el 

derecho constitucional se ocupa de la organización 

fundamental del estado y eso obliga a definir su estructura y 

fines. Aparentemente el enunciado de los derechos de los 

habitantes, sería un tema accesorio y hasta ajeno a aquellos 

objetos. Algunas constituciones incluso han omitido las 

descripciones de tales derechos. Sin embargo el 

constitucionalismo y el derecho constitucional nacen, entre 

otras metas esenciales, para reconocer ciertos derechos 

personales básicos y para poner topes al estado. Por tal motivo 

la organización de ese estado comprende tanto enunciar sus 

órganos y atribuciones como proclamar los derechos de los 

particulares frente a él. Desde un punto de vista técnico, el 

subprincipio constitucional de distribución exige que se 

delimiten las competencias de las autoridades Públicas y los 

derechos de los habitantes; desde una perspectiva axiológica, 

la declaración de los derechos de las personas y grupos en la 

Constitución se presenta hoy como condición de legitimación 

del estado de derecho: si no hay un adecuado régimen 

constitucional en materia de derechos y garantías el estado del 
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caso no tiene justificación, ni es un auténtico estado 

constitucional”  

La irradiación del derecho internacional de derechos 

humanos en el ámbito interno –y básicamente a partir de la 

jerarquización constitucional de los principales instrumentos en 1994 

(art. 75 inc. 22 CN) - generó un impacto progresivo e intenso en su 

aplicación por parte de los tribunales argentinos. Así, la reforma 

constitucional integró definitivamente la protección de la 

inviolabilidad de la defensa enunciada en el artículo 18 de la 

Constitución Nacional, con aquella normativa, habilitando 

igualmente la compatibilización de la jurisprudencia interna, con la 

los organismos de protección previstos en los convenios 

multilaterales -cuyos enunciados constituyen “guía interpretativa” 

para la Corte Suprema argentina-; todo ello, según lo que resulte más 

favorable al imputado. 

Señala bien el maestro CAFFERATA NORES, que “al 

imputado se le reconoce durante la sustanciación 

del proceso, un estado jurídico de no culpabilidad 

respecto del delito que se le atribuye (que también se 

denomina Principio de Defensa o Derecho a la 

presunción de Inocencia (Art. 11 DUCH) que no 

tendrá que acreditar”, y así con distintas fórmulas lo 

establecen tanto la Declaración Americana de Derechos 

Humanos (Art. XXVI) y el Pacto de San José de Costa Rica o 
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Convención Americana de Derechos Humanos (Art. 8.2) como 

Garantías Procesales. 

El Artículo 9.3 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, el Principio N° 39 del Conjunto de Principios 

para la Protección de todas las Personas sometidas a 

cualquier Forma de Detención o Prisión, en este mismo sentido 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos sostiene que 

“la Prisión Preventiva es la medida más severa que se le puede 

aplicar al imputado de un delito, motivo por el cual su aplicación 

debe tener un carácter excepcional, en virtud de que se 

encuentra limitada por el derecho a la presunción de inocencia, 

así como por los Principios de Necesidad y Proporcionalidad, 

indispensables en una Sociedad Democrática” (Corte 

Ineramericana de Derechos Humanos, “Privación de Libertad y Condiciones  

Carcelarias” Instituto de Reeducación del Menor”, Párrafo 228, pag. 66 – 

http://corteidh.or.cr/libros.cfm 

Por último, no podemos concluir este punto sin recordar 

que las debidas garantías no se limitan a las enumeradas en el artículo 

8 de la Convención, sino que a partir de una interpretación de las 

particularidades de cada caso concreto, los órganos estatales 

competentes deberán contemplar incluso garantías no previstas 

expresamente, a los fines de asegurar en forma cierta y eficaz el 

cumplimiento de la finalidad del debido proceso legal. 
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Específicamente el Artículo 8 de la Convención 

Interamericana, con rango Constitucional, establece las 

GARANTÍAS JUDICIALES, y dice: 

1.    Toda persona tiene derecho a ser oída, 

con las debidas garantías y dentro de un 

plazo razonable, por un juez o tribunal 

competente, independiente e imparcial, 

establecido con anterioridad por la ley, en la 

sustanciación de cualquier acusación penal 

formulada contra ella, o para la 

determinación de sus derechos y 

obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o 

de cualquier otro carácter. 

2.    Toda persona inculpada de delito tiene 

derecho a que se presuma su inocencia 

mientras no se establezca legalmente su 

culpabilidad.  Durante el proceso, toda 

persona tiene derecho, en plena igualdad, a 

las siguientes garantías mínimas: 

a) Derecho del inculpado de ser asistido 

gratuitamente por el traductor o 

intérprete, si no comprende o no habla el 

idioma del juzgado o tribunal; 
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b) Comunicación previa y detallada al 

inculpado de la acusación formulada; 

c) Concesión al inculpado del tiempo y de los 

medios adecuados para la preparación de 

su defensa; 

d) Derecho del inculpado de defenderse 

personalmente o de ser asistido por un 

defensor de su elección y de comunicarse 

libre y privadamente con su defensor; 

e) Derecho irrenunciable de ser asistido por 

un defensor proporcionado por el Estado, 

remunerado o no según la legislación 

interna, si el inculpado no se defendiere 

por sí mismo ni nombrare defensor 

dentro del plazo establecido por la ley; 

f) Derecho de la defensa de interrogar a los 

testigos presentes en el tribunal y de 

obtener la comparecencia, como testigos 

o peritos, de otras personas que puedan 

arrojar luz sobre los hechos; 

g) Derecho a no ser obligado a declarar 

contra sí mismo ni a declararse culpable, 

y 
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h) Derecho de recurrir del fallo ante juez o 

tribunal superior. 

3.    La confesión del inculpado solamente es 

válida si es hecha sin coacción de ninguna 

naturaleza. 

4.    El inculpado absuelto por una sentencia 

firme no podrá ser sometido a nuevo juicio 

por los mismos hechos. 

5.    El proceso penal debe ser público, salvo 

en lo que sea necesario para preservar los 

intereses de la justicia. 

 

El objetivo del DEBIDO PROCESO LEGAL es que las 

personas puedan proteger de manera efectiva y eficaz sus derechos.  

Ya lo dice el Ordenamiento Legal vigentes: 

“… es necesario haber notar que nuestro Código 

Procesal Penal contempla la Libertad Probatoria en su art. 

199:”Todos los hechos y circunstancias relacionados con el objeto 

del proceso pueden ser acreditadas por cualquier medio de prueba 

salvo las excepciones previstas por las leyes”  

Y esas EXCEPCIONES son precisamente el Respeto a 

la Ley, a las Formas que se deben seguir, CÓMO SE DEBE 

INCORPORAR VÁLIDAMENTE UNA PRUEBA a un PROCESO 
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JUDICIAL como el de autos, a la Fehaciente identificación de un 

Testigo, etc., situaciones que en autos no están presentes. 

En su artículo LOS DERECHOS HUMANOS EN EL PROCESO 

PENAL publicado en Revista de Derecho Penal, Rubinzal- Culzoni, 2001-

1,pag. 196, el Dr. WINFRED HASSEMER dice 

“El actuar del aparato de la justicia se comienza en base a las 

sospechas, y las medidas que se realizan en contra del imputado y aún de 

los testigos, todo lo expuesto constituye un verídico gabinete del miedo que, 

por supuesto, está exactamente contemplado. Se trata sólo de una colección 

de instrumentos, sin la cual sería imposible comprobar seriamente la 

imputación. Quien quiera esa comprobación, debe querer un procedimiento 

ordenado. Quien quiera un procedimiento ordenado, debe aceptar la 

coerción en la comprobación” 

En Argentina el Principio de IGUALDAD ante la LEY 

está reconocido en el Artículo 16 de la Constitución:  

La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, 

ni de nacimiento: No hay en ella fueros personales ni títulos de nobleza. 

Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos 

sin otra condición que la idoneidad. La igualdad es la base del impuesto 

y de las cargas públicas 

De manera concordante y con sujeción a lo establecido 

en nuestro ordenamiento legal vigente, y con rango constitucional, 

también se encuentra contemplado el PRINCIPIO DE IGUALDAD 
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ante la LEY en la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

o PACTO de SAN JOSÉ de COSTA RICA del 22 de noviembre 

de 1969, en los artículos: 1, 2, 13, y 24. 

La Declaración Universal de Derechos Humanos 

expresa, junto al derecho a la presunción de inocencia, el derecho de 

toda persona acusada de delito a un juicio público en el que le hayan 

asegurado todas las GARANTÍAS NECESARIAS PARA SU 

DEFENSA.  

En términos semejantes se reitera este derecho en el 

Pacto de Nueva York y en el Pacto de San José de Costa Rica, 

resaltándose la comunicación libre y privada con el defensor y la 

irrenunciabilidad del derecho a ser asistido por un defensor 

proporcionado por el Estado, y por supuesto del RESPETO a todos 

sus DERECHOS y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES. 

Las Garantías Procesales mencionadas en el artículo 8 

son muchas, y muy diversas. Tal es su extensión y diversidad, que 

podría pensarse que la enumeración es taxativa, y que allí están 

previstas todas las posibilidades que pueden presentarse en los 

distintos tipos de proceso. Nosotros entendemos más apropiado 

considerar que el número de garantías es susceptible de ampliación, 

conforme a una interpretación teleológica, sistemática y dinámica del 

texto convencional, en función de las especificidades que se 



2026 – “100 Aniversario de la Sanción de la Ley de Derechos Civiles de la Mujer” Ley 11357 
 

 

 110 

presenten en cada caso concreto, y a la luz de los nuevos avances en 

el Derecho de los derechos humanos. 

La Corte INTERAMERICANA de DERECHOS HUMANOS ha 

dicho que "el concepto del debido proceso en casos penales debe 

incluir, por lo menos, las garantías mínimas a que hace referencia 

el artículo 8 de la Convención. Al denominarlas mínimas ésta 

presume que, en circunstancias específicas, otras garantías 

adicionales pueden ser necesarias si se trata de un debido proceso 

legal". (Corte IDH, Excepciones al Agotamiento de los Recursos Internos (arts. 

46.1, 46.2.a y 46.2.b Convención Americana sobre Derechos Humanos), Opinión 

Consultiva OC-11/90 del 10 de agosto de 1990, Serie A No. 11, párr. 24; Condición 

Jurídica y Derechos Humanos del Niño, Opinión Consultiva OC-17/02 del 28 de 

agosto de 2002, Serie A No. 17, párr. 115; Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú, 

Sentencia de 25 de noviembre de 2004, Serie C No. 119, párr. 176) 

Se entiende por DERECHO DE DEFENSA a la garantía 

constitucional que le asiste a toda persona que posea un interés directo 

en la resolución jurídica del proceso penal para poder comparecer 

ante los órganos de persecución pertinentes, a lo largo de todo el 

proceso, a fin de poder resguardar con eficacia sus intereses en juego. 

Algunos de los Efectos que presenta el derecho de 

defensa, como garantía constitucional son: a) Disponer de medios para 

exigir el respeto y efectividad de la defensa, sobre la base de Principios y Normas 

Constitucionales y Acuerdos Internacionales. b) La obligación de su respeto por 

parte de los poderes estatales y de los demás sujetos del ordenamiento. c) El 
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derecho de defensa hace posible que el denunciado, inculpado o acusado puedan 

acceder a los demás derechos y garantías procesales, y que se le respeten los 

mismos. 

El tratamiento que la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana”) le 

da al debido proceso, está contemplado fundamentalmente en su 

artículo 8, el cual se debe relacionar con los incisos 2, 3, 4, 5 y 6 del 

artículo 7,5 el artículo 9,6 el artículo 10,7 el artículo 24,8 el artículo 

259 y el 27,10 todos de la Convención Americana. La Convención 

Americana desarrolla algunos principios del debido proceso que en 

ella se anotan o se coligen y que son consecuencia de los sistemas 

penales y procesal penales actualmente en vigencia. Dichos 

principios apuntan hacia un “GARANTICISMO PROTECCIONISTA” del 

ciudadano frente a un poder casi ilimitado y más fuerte que él: el del 

Estado que realiza la función de investigar los actos que afectan la 

normal y armónica convivencia social. Es por ello necesaria la 

existencia de un justo equilibrio entre el ciudadano y el Estado, donde 

las garantías procesales adquieran sentido y actualidad al evitar la 

arbitrariedad e inseguridad que provocaría en la sociedad una 

carencia de reglas en la investigación policial y judicial en las que 

queden de lado los intereses del individuo para proteger el interés 

general de la averiguación de la verdad real y el éxito de la 

administración de justicia. 
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En las presentes actuaciones exíste un PERJUICIO 

CONCRETO, DIRECTO, EVIDENTE y un MARCADO 

INTERÉS JURÍDICO, que perjudica abiertamente a nuestro 

defendido, ya que la Testimonial que se cuestiona con el presente, 

NO HA PODIDO SER CONTROLADA POR ESTA DEFENSA, 

sumado a la forma IRREGULAR y VIOLATORIA de PRECEPTOS 

LEGALES APLICABLES para la INCORPORACIÓN de 

PRUEBAS a un PROCESO JUDICIAL. 

La Cámara Federal de Casación Penal, Sala IV, en los 

autos: “ARRILLAGA ALFREDO M. y otros s/ RECURSO de 

CASACIÓN” Causa Nº 14075 – Registro Nº 743 – Rta. 14/05/12, 

estableció 

“Sólo habrá un interés jurídico que reparar si se 

demuestra la existencia de un gravamen sufrido con motivo del 

vicio que presenta el acto que se pretende invalidar y que se 

traduce en la afectación del derecho de defensa. Es por ello que la 

declaración de invalidez de un acto procesal requiere que se 

verifique un perjuicio real y concreto, esto es, que haya producido 

una efectiva limitación de un derecho.” 

Ya lo dice el Dr. XANTHOS en la Revista la Ley – 1998-F, 

en un Artículo sobre la NULIDAD ABSOLUTA DEL INSTRUMENTO y del 

NEGOCIO – FALSEDAD INSTRUMENTAL y LA TEORÍA DE LA INEXISTENCIA 

JURÍDICA DEL ACTO – Nota a un Fallo: 
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“Sabido es que el acto inoponible no es NULO ni ANULABLE, 

pues es eficaz para la generalidad de los terceros y para las partes, aunque 

no lo sea frente a ciertos y determinados terceros (Casos de Fraude –Art. 

965-; de la falta de Fecha cierta en el acto -Art. 1034-, de la simulación sin 

transcripción del contra documento en la escritura matriz –Art. 996-, etc). EL 

ACTO INVÁLIDO EN CAMBIO LO ES PARA TODOS Y DESDE SU 

GÉNESIS. Esto trae por cierto diferencias en lo que hace a las 

consecuencias. De tal modo que las diferencias exigen diferenciar. No es del 

caso hablar de inoponibilidad en un caso de Nulidad y viceversa, porque en 

la confusión estriban los errores. 

El Profesor ALEJANDRO D. CARRIO en "GARANTIAS 

CONSTITUCIONALES EN EL PROCESO PENAL", Editorial Hammurabi 

4°Edición actualizada y ampliada- 2°reimpresión- Pag. 231, nos 

revela el fundamento dado por la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación: 

"En Montenegro y "Fiorentino", acuñó la expresión 

de que otorgar valor al resultado de un delito (se refiere a los 

cometidos por los agentes del orden al obtener la prueba) y apoyar 

sobre él una sentencia judicial, no solo es contradictorio con el 

reproche formulado, sino que compromete la buena administración 

de justicia al pretender constituírla en beneficiaria del hecho ilícito 

(ver "Montenegro" el considerando 5° del fallo; en "Fiorentino" 

el 7°). 
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Por ejemplo la Cámara del Crimen Nº 3, tiene 

establecido: 

Por lo demás, creemos que toda declaración de nulidad 

exige la existencia de un perjuicio real y un interés conveniente de 

las partes representadas en el proceso, de ahí "... que no hay 

nulidad por la nulidad misma, es decir dictada en el sólo interés de 

la ley, cuando no beneficie a parte alguna, cuando importa un 

excesivo formalismo o cuando va en desmedro de la idea de justicia. 

Por ende, aún en el supuesto de afectación constitucional, no habrá 

nulidad si el vicio del acto es inocuo, sin efecto alguno en el 

proceso"(esta Cámara, in re "Hormedilla", Resol. Nº 151/6, 07/10/04) 

La finalidad de la Prueba de Peritos, consiste en acreditar 

los hechos que fundamentan las pretensiones de las partes en el 

proceso, con la particularidad, de que el objeto de la prueba pericial 

son hechos que no son del común saber de las partes o del juez, de 

modo que el perito, mediante su informe o dictamen, proporciona al 

tribunal los conocimientos técnicos necesarios para la valoración de 

los hechos objeto de la controversia, y la Incorporación de los 

Elementos a Peritar deben estar incorporados al Proceso en la Forma 

que establece el Ordenamiento Legal Vigente y aplicable a cualquier 

proceso judicial, distinto es, si los mismos deben PERITAR una 

SITUACIÓN EXISTENTE en un PROCESO JUDICIAL.  

La forma en la cual el documento digital ha sido 

obtenido y conservado, las medidas de protección para la 
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actualización de su formato, en su caso, las precauciones para 

garantizar el MODO DE SU OBTENCIÓN, INCORPORACIÓN a 

un PROCESO, su EXISTENCIA y CONSERVACIÓN, son 

cuestiones fundamentales para que sea considerada Válida y tenga 

resultados Jurídicos acordes al Ordenamiento Legal Vigente, de lo 

contrario la misma es NULA y carece de EFECTOS y VALIDEZ.  

Se entiende por evidencia digital a los datos que 

constan en formato electrónico y que constituyen elementos de 

prueba, comprendiendo las etapas de extracción, procesamiento 

e interpretación. 

El concepto de evidencia digital puede ser abordado 

desde dos perspectivas. La primera, como objeto, se vincula con 

aquellas acciones, jurídicas o antijurídicas, que se realizan por 

medios electrónicos. Por ejemplo, la obtención de datos mediante 

una intrusión indebida en una base de datos, la intercepción no 

autorizada de una conversación telefónica, el pago de una factura 

por Internet. En estos casos, el objeto de la relación jurídica es 

electrónico: los datos obtenidos por el Hacker, el registro de la 

conversación telefónica intervenida, el pago por Internet, y por 

supuesto, la incorporación de todo este tipo de datos en forma irregular 

o fuera de lo que establece el Ordenamiento legal Vigente, porque lo 

que se está haciendo por más que sea una EVIDENCIA DIGITAL es el 

Secuestro de PRUEBAS, y para el Secuestro de cualquier tipo de 

Pruebas sea Física o de cualquier tipo exísten mecanismos 
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establecidos por la Ley BAJO PENA de NULIDAD, y hay excepciones 

en casos de URGENCIA, situación que no se dá en autos.. 

A su vez, el concepto de evidencia digital puede ser 

considerado desde el punto de vista de la representación de ciertos 

hechos o actos jurídicamente relevantes. Por ejemplo, la celebración 

de un contrato click wrap , la remisión de una oferta por Internet, la 

grabación con cámara oculta de un funcionario público recibiendo 

un soborno. 

En síntesis, se entiende por evidencia digital, 

tanto al objeto de Derecho constituido por datos 

expresados en formato electrónico (como en el caso de 

delitos informáticos), como a la representación de hechos 

o actos jurídicos relevantes efectuada en formato digital. 

Y su incorporación a un Proceso Judicial está reglado y 

establecido con Formalidades Necesarias para asegurar su 

validez 

 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte 

IDH) ha señalado en reiteradas oportunidades que las “GARANTÍAS 

JUDICIALES” del artículo 8 de la CADH se refieren a la exigencias 

del debido proceso legal, al que definió como “el conjunto de 

requisitos que deben observarse en las instancias procesales, a 

efectos de que las personas estén en condiciones de defender 

adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto del 
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Estado que pueda afectarlos” (Corte IDH, “Garantías Judiciales en Estados 

de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos 

Humanos)”, Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987, Serie A Nº 9, 

párr. 27). 

El artículo 8.1 de la CADH consagra las garantías 

judiciales generales exigibles en el marco de un proceso de orden 

civil, fiscal, laboral, penal o de cualquier otro carácter; mientras que 

el artículo 8.2 establece las garantías mínimas que deben ser 

aseguradas por el Estado a toda persona durante el proceso penal. 

No obstante esta diferencia, la Corte IDH ha precisado que a pesar 

de que el  inciso 2 del artículo 8 de la CADH “…no especifica 

garantías mínimas en materias que conciernen a la 

determinación de los derechos y obligaciones de orden 

civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, las 

garantías mínimas previstas en el numeral 2 del mismo 

precepto se aplican también a esos órdenes y, por ende, en 

éstos el individuo tiene derecho al debido proceso en los 

términos reconocidos para la materia penal, en cuanto sea 

aplicable al procedimiento respectivo” (Corte IDH, caso “Ivcher 

Bronstein vs. Perú”, sentencia de 6 de febrero de 2001, Serie C N° 74, párr. 103). 

Por su parte, la CSJN se ha referido al ámbito de aplicación de este 

derecho, tanto respecto de su oportunidad procesal como de sus 

sujetos activos. En este sentido, hizo extensiva su protección durante 

la totalidad del procedimiento penal, inclusive durante la ejecución 
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de la pena (Fallos 327:388) y sostuvo que el derecho a un debido 

proceso legal atañe al acusado, pero también a la víctima y sus 

familiares (Fallos 321:2021). 

Asimismo, en cuanto al Ministerio Público Fiscal, debe 

recordarse que el máximo tribunal sostuvo que el derecho de defensa 

en juicio previsto en el artículo 18 de la Constitución Nacional debe 

garantizarse a todo aquel a quien la ley reconoce personería para 

actuar en juicio, abarcando también a quien ejerce la acción penal 

(Fallos 268:266; 331:2077).  

Según el art. 8 inc. 1 de la CADH, el juez encargado del 

conocimiento de una causa debe ser competente, independiente e 

imparcial. Ello implica en primer lugar que las personas tienen el 

derecho de “ser juzgadas, en general, por tribunales ordinarios, con 

arreglo al procedimientos legalmente establecidos” de manera 

previa a los hechos del juicio (Corte IDH, caso “Barreto Leiva vs. 

Venezuela”, sentencia de 17 de noviembre de 2009, Serie C N° 

206, párr. 75).  

La garantía de independencia judicial se encuentra 

regulada como un derecho cuya titularidad corresponde tanto a 

los/as justiciables como a los/as magistrados/as 

 

PETITORIO: 

Por lo expuesto esta Defensa Técnica PETICIONA: 
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• SOLICITAR la NULIDAD de la 

INCORPORACIÓN y todos los efectos 

Posteriores que puedan generar en los 

presentes actuados, de todos los Videos 

obtenidos en el presente Proceso de los 

diferentes Domicilios y Dispositivos por no 

haberse respetado las Normativas Legales 

para la OBTENCIÓN, INCORPORACIÓN 

de Material Digital a un Proceso Penal, en 

virtud de que los mismos fueron  

incorporados al presente Proceso en Forma 

Irregular y no ajustado a Derecho, en donde 

las Defensas no tuvieron acceso al Control 

de dichas Medidas Probatorias, -AÚN NO 

NOS HAN DADO COPIAS DE LOS 

MISMOS e INCLUSIVE la Propia 

Fiscalía NO REALIZÓ una COPIA de 

RESGUARDO de dicho Material según 

lo que consta en autos, lo cual genera 

una situación de que se le NEGÓ dicho 

Material y la forma en que se obtuvo a 

las partes del presente proceso, 

afectando también Numerosas 

Garantías Constitucionales y 
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Derechos y Garantías y el Debido 

Proceso-, se debió haber respetado las 

distintas Normativas Legales Vigentes y 

Aplicable a todos los casos y Procesos 

Judiciales para la INCORPORACIÓN 

VÁLIDAMENTE de PRUEBAS DIGITALES 

o FILMACIONES o DATOS, no porque sea 

Funcionario Policial o de Gendarmería está 

exceptuado de CUMPLIR LA LEY y las 

Leyes que rigen un Estado de Derecho, y 

sobre todo sobre la Forma de 

INCORPORACIÓN de Elementos 

Probatorios para Garantizar su 

OBTENCIÓN, VALIDEZ e 

INCORPORACIÓN LEGAL a un 

PROCESO, porque de lo contrario se 

VIOLARÍAN el DEBIDO PROCESO, 

NUMEROSAS NORMATIVAS, TRATADOS 

INTERNACIONALES de VALIDEZ 

CONSTITUCIONAL, la DEFENSA en 

JUICIO, el CÓDIGO de RITO, entre otros, 

tal como aconteció en autos con todas las 

Grabaciones que fueron Incorporadas por la 

Fiscalía de Derechos Humanos, y por la 
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Unidad Especial de Investigaciones de la 

Policía del Chaco, según las testimoniales de 

RENZO DAVID CASTILLO (02/06/2026) y 

por NELSON ALVARENGA (30/06/2026) y 

demás Informes y Notas obrantes en autos 

• No se RESPETÓ la ley 3514-N 

• Las Funcionarios Policiales que hicieron las 

correspondientes descargas no son 

PERITOS 

• NO REALIZARON la CORRESPONDIENTE 

ACTA de OBTENCIÓN de DATOS y/o 

OBTENCIÓN de SECUESTROS tal lo 

establecen los distintos Manuales, 

Normativas Legales Vigentes y mecanismos 

establecidos para la obtención de Efectos 

Digitales a Secuestrar o ingresar a un 

Proceso Judicial. 

• Concretamente se PETICIONA la 

NULIDAD de la INCORPORACIÓN al 

PRESENTE PROCESO de Todas las 

Grabaciones obtenidas en Forma NO 

AJUSTADA a DERECHO e INCORPORADAS al 

Presente Proceso por Varias Notas dirigidas 

a la Fiscalía de Derechos Humanos en la 
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mayoría de los casos y a la Unidad Especial 

de Investigaciones y sus distintas 

dependencias, GRABACIONES DE 

FILMACIONES, SECUENCIAS DE VIDEOS que en 

ninguna de la Defensa a tenido acceso a las 

mismas, TAMBIÉN SE PETICIONA la NULIDAD 

de TODOS LOS EFECTOS POSTERIORES que 

TIENEN DICHAS GRABACIONES EN EL PRESENTE 

PROCESO JUDICIAL, sumado a que la Propia 

Fiscalía 14 realizó una Ampliación de 

Testimonial del Sub-Comisario RENZO 

DAVID CASTILLO para preguntarle 

específicamente qué es lo que había hecho 

con las Grabaciones que se obtuvieron y 

dónde estaban las mismas: 

PREGUNTADO para que diga si remitieron todas las 

cámaras que obtuvieron durante la investigación, 

CONTESTA si, se mando primero a gabinete cientifico, 20 

camaras aproximadamente, no es exacto y 

posteriormente se le entrego al Lic. Toledo del Gabinete 

Cientifico del poder Judicial, aproximadamente 36 

cámaras más. Siendo las 08:51 hs. ingresa la Dra. 

Sanchez. Esas cámaras erean las que nosotros teníamos, 

desconozco si cibercrimen envió más cámaras en forma 
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directa. Desconozco si nos mándaron todo a nosotros, se 

trabajado de dos maneras; PREGUNTADO para que diga si 

realizaron informe de todas las Camaras que menciona 

haber obtenido durante la investigación, CONTESTA yo no, 

pero el personal especializado cibercrimen, y del 

departamento delitos contra las personas, ellos hicieron 

los informes de esas cámaras; PREGUNTADO para que 

diga porque no remitieron dichos informes realizados; 

CONTESTA la primera tanda que se mandó a gabinete 

cientifico fue por orden del Fiscal Santos, y la segunda se 

le entregó al Lic. Toledo, el ayudante Fiscal Laura Gomez 

Esquivel fue por oficio del Equipo Fiscal Nro. 14 

• Se deja expresamente PETICIONADO el 

FORMAL PEDIDO de NULIDAD en 

consecuencia todos los Efectos Legales que 

tengan en esta causa dichas GRABACIONES 

–a las cuales las partes Defensa y Querella aún 

no han tenido acceso, y parecería que tampoco la 

Propia Fiscalía 14-, por no haber respetado el 

Método, la forma de Incorporación, por no 

haberse Registrado su Incorporación al 

Proceso tal como lo establece la Normativa 

Legal Vigente, y numerosas situaciones 

Irregulares más, que inclusive están 
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signadas por la Violación a la Cadena de 

Custodia 

• NO SE RESPETÓ el MECANISMO 

establecido para el Secuestro de elementos a 

incorporar a un Proceso Judicial (Capítulo 

II – Actas – Artículos 141 – 144), los 

Funcionarios Judiciales no están 

EXCEPTUADOS del CUMPLIMIENTO de 

la LEY y del CÓDIGO de RITO. 

• NO EXISTÍA una situación de URGENCIA 

establecida en el Código de Rito, no se dejó 

constancia de dicha situación Excepcional, 

bajo pena de Nulidad, tal o establece el 

Ordenamiento Legal Vigente (Artículo 317). 

• NO HAY ACTA de SECUESTRO que 

INCORPORA VÁLIDA y LEGÍTIMAMENTE 

DICHOS OBJETOS SECUESTRADOS y 

cuestionados. 

• A TODAS LUCES afectó el DERECHO de la 

DEFENSA, el DEBIDO PROCESO y VIOLÓ 

NUMEROSAS DISPOSICIONES LEGALES y 

CONSTITUCIONALES. 

• VIOLÓ el PRINCIPIO de IGUALDAD ante la LEY. 
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• VIOLÓ el DERECHO de las DEFENSAS y 

QUERELLA de CONTROLAR las PRUEBAS. 

• VIOLÓ LA CADENA DE CUSTODIA, al no 

asegurar las Pruebas y haberlas 

contaminado. 

• LAS DEFENSAS NO SABEMOS CÓMO SE 

INCORPORÓ DICHOS ELEMENTOS 

PROBATORIOS, atento a que sólo hay 

algunas Notas e Informes de dicha situación 

y únicamente se menciona en varias partes la 

Extracción Válida y conforme a Derecho 

efectuada del Dispositivo Telefónico de 

LUDMILA VILLORDO y de la Mamá de 

AXEL GONZÁLEZ, la Señora MARÍA INES 

GÓMEZ, la obtención de las demás 

Grabaciones en el presente proceso a sido en 

Franca colisión con Derechos y Garantías 

Constitucionales y sin la confección de las 

correspondientes Actas para su obtención, 

que siempre lo hayan hecho así, y no haya lo 

planteara no significa que se Correcto y/o 

Ajustado a Derecho. 

• Esta situación AFECTA a todas las partes 

con este PROCEDER de los Funcionarios de 
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las Fuerzas de Seguridad, al NO RESPETAR 

o DESCONOCER la FORMA EN QUE SE 

DEBEN INCORPORAR ELEMENTOS de 

PRUEBA en un Proceso como el de Autos. 

• También se solicita la Nulidad de los 

Fotogramas que se pudieron e incorporaron 

en forma no Ajustada a Derecho a los 

presentes actuados, sin respetar el 

Procedimiento establecido para los 

Secuestros de Material Digital o Pruebas de 

Grabaciones 

• Se hacen las reservas legales 

correspondientes. 

PROVEER DE CONFORMIDAD. SERÁ JUSTICIA.- 

 


